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REALIDAD DE LA AYUDA 2019 

de la década perdida 

a la agenda 2030 

 

Después de más de 25 ediciones del informe La Realidad de la Ayuda, el actual llega en un momento 

de enorme expectación. Tras una década perdida, durante la cual España se ha convertido en un outlier 

del sistema internacional de cooperación, se presenta hoy un momento de enorme oportunidad. España 

quiere ocupar un papel destacado en la escena internacional, formar parte de la locomotora europea 

junto a Francia y Alemania, y ayudar en la consolidación de la próxima fase de la UE. Quiere además 

ser una potencia líder en desarrollo sostenible, algo en lo que ha dado ya pasos firmes, haciendo de la 

Agenda 2030 y del trabajo por la igualdad entre hombres y mujeres sus señas de identidad. 
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Todo lo anterior exige una España se sitúe en una posición de vanguardia en la cooperación 

internacional, y vuelva a ser un socio confiable para aliados y países socios. Como un país que piensa 

en su proyección en el mundo y es capaz de realizar inversiones y tomar decisiones políticas valientes. 

Un país que será parte de las soluciones y no cerrará los ojos ante los graves problemas que enfrenta 

la humanidad que exigen respuestas basadas en la colaboración: desde los conflictos y la migración 

forzosa, a la crisis climática, pasando por el repunte del hambre y la desigualdad extrema. 

Mientras en España se paraba el reloj durante una década, en el resto del mundo la cooperación ha 

vivido una fase de grandes transformaciones, incluyendo un papel muy destacado de nuevos actores, 

estatales y privados, en la escena del desarrollo.  

Algunas de esas tendencias son prometedoras, como el avance, al fin, de la agenda 2030, espoleada 

por la visible emergencia climática –aunque su financiación sigue hoy en entredicho- o el abordaje de la 

desigualdad como problema fundamental Otras son, por el momento, visiones optimistas de un posible 

futuro, como la expectativa de que sean aportaciones privadas las que cubran los billones necesarios 

para cumplir con los ODS (“from billions to trillions” en su formulación más popular). El papel y el 

compromiso del sector privado con la agenda 2030 es hoy visible y mucho más fuerte, pero estamos 

muy lejos de ese escenario. 

Si España quiere tener un papel destacado en el impulso a la Agenda 2030, necesita afrontar en su 

cooperación inversiones urgentes, largamente postergadas, y transformaciones profundas en su 

estructura y sus formas de actuar incluyendo el diseño y puesta en marcha de nuevos instrumentos. 

Carece hoy de sentido tratar de volver a un modelo de cooperación de hace dos décadas: es preciso 

buscar situarse en vanguardia aunque con humildad. También carece de sentido pensar que puede 

instalarse en un modelo low cost para recuperar su posición de prestigio e influencia internacional. En 

esta nueva etapa, España debe poder actuar, contribuir e influir con naturalidad dentro del sistema sin 

estar permanentemente en deuda en cada crisis humanitaria, cada fondo temático, o cada organismo a 

cuya reunión asiste.  

La oportunidad de jugar un papel destacado con la bandera de la agenda 2030 en esta próxima década 

está servida; es tiempo de pasar a la acción y no hay tiempo que perder.
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1 UN CONTEXTO INTERNACIONAL CONVULSO 

Tendencias globales 

Un primer elemento extrañamente ausente de los debates es que pese al 

crecimiento económico y al avance tecnológico, está aumentando de nuevo el 

número de personas que pasa hambre, aumenta el número de personas en 

situación de pobreza extrema en África (globalmente se ha ralentizado el ritmo de 

reducción de la pobreza extrema), y también son cada día más quiénes tienen que 

huir de su hogar para sobrevivir.  

Las crisis ambiental y de desigualdad que vivimos nos ayudan a entender esta 

evolución en buena medida. Menos lluvias y más irregulares, mayor desertificación 

y fenómenos meteorológicos extremos se han convertido en la nueva rutina a causa 

del avance imparable de la crisis climática –y las zonas en las que vive la población 

más pobre son las más vulnerables. Por su parte la superconcentración de la 

riqueza está en cada vez menos manos –un fenómeno acentuando por las fortunas 

del sector tecnológico- pero la recaudación de impuestos se reduce por vías a veces 

lícitas y otras ilícitas, como la evasión y la elusión fiscales. Las políticas 

redistributivas para repartir el progreso social no reciben suficiente inversión. Así las 

cosas, de un año para el siguiente la mitad más pobre del planeta pierde riqueza e 

ingresos, mientras el 1% más rico sigue acumulando y contribuye menos con sus 

impuestos. Cambio climático y desigualdad extrema combinados son una bomba de 

relojería. 

Fijemos nuestra atención ahora en algunas grandes tendencias: 

Aumento de las personas refugiadas y desplazadas: las cifras oficiales del 

ACNUR para 2018 hablan de 70,8 millones de personas desplazadas de las 

cuales 25,9 millones son personas refugiadas, 41,3 millones son desplazadas 

internas y 3,5 millones son solicitantes de asilo. Se trata de números en aumento 

en todas las categorías desde el año 2012, pero especialmente intensos en 

desplazamiento interno: quienes huyen lo hacen primero al lugar más próximo a su 

hogar que les brinda la mínima seguridad. Dos tercios de las personas refugiadas 

proceden de 5 países que viven conflictos abiertos o latentes: Siria, Afganistán, 

Sudán del Sur, Myanmar y Somalia. Mientras, los principales países receptores, 

los principales países de asilo son países en desarrollo, con una excepción: 

Turquía, Pakistán, Uganda, Sudán y Alemania. En 2018, Venezuela aparece en 

https://www.who.int/news-room/detail/11-09-2018-global-hunger-continues-to-rise---new-un-report-says
https://blogs.worldbank.org/opendata/number-extremely-poor-people-continues-rise-sub-saharan-africa
https://www.acnur.org/noticias/press/2019/6/5d09c9414/el-desplazamiento-global-supera-los-70-millones-de-personas-y-el-alto-comisionado.html
https://www.acnur.org/noticias/press/2019/6/5d09c9414/el-desplazamiento-global-supera-los-70-millones-de-personas-y-el-alto-comisionado.html
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dicha clasificación como el origen del segundo mayor flujo de desplazamiento 

internacional, con 341.000 solicitantes de asilo. 

 

2018 se ha caracterizado también por el visible aumento de las señales de alarma 

por la degradación ambiental y la creciente evidencia de la emergencia 

climática que señala la proximidad de un punto de no retorno en el 

calentamiento global. Las evidencias del deshielo en el Polo Norte, la aceleración 

en la pérdida de biodiversidad planetaria, el impacto de los plásticos en el medio 

natural, son algunas señales de esa amenaza. Los fenómenos climáticos extremos 

y los efectos del cambio climático son diversos: mayores amenazas de sequía en 

África, mayor caudal y capacidad destructiva de los grandes ríos en Norteamérica, 

por ejemplo, empujan al desplazamiento de millones de personas. Los impactos del 

cambio climático son universales, aunque mucho más agudos en las regiones más 

vulnerables, especialmente en la franja del Sahel.  

 

Un tercer elemento de inquietante actualidad es el aumento de las inversiones en 

defensa, en lo que podríamos llamar un nuevo militarismo que, impulsado por 

la gran locomotora de los EEUU, se está extendiendo al resto del mundo, 

empezando por sus aliados de la OTAN, a los que el presidente Trump ha exigido 

más inversiones, y por potencias emergentes, con Arabia Saudí a la cabeza. La 

conexión entre el comercio de armas, los conflictos y el desplazamiento humano es 

más visible en lugares como Yemen o Siria. A nivel global, la venta de armas ha 

crecido un 8% en los años recientes. Un asunto ha captado especial atención en 

este período reciente: la venta de armas a Arabia Saudí, que son utilizadas en la 

terrible guerra de Yemen, que no se ha interrumpido desde EEUU y diversos países 

europeos, incluida España. Sin embargo, los esfuerzos de la sociedad civil están 

impulsando avances muy importantes que pueden ser el inicio de un punto de 

inflexión. El Congreso de Estados Unidos está en estos momentos debatiendo una 

ley para prohibir la transferencia de armas a su tradicional aliado y en paralelo, los 

estibadores belgas e italianos se están oponiendo a cargar armamento en los 

buques con destino al país saudí. A lo largo de 2018, Alemania, Finlandia, Noruega 

y Dinamarca prohibieron la venta de armas y hace pocos días, en junio de 2019, en 

el Reino Unido, un tribunal ha considerado ilegales dichas operaciones, quedando 

interrumpidas de forma automática. Una medida que debe generalizarse.   

Un cuarto elemento es que un año más, los conflictos armados han sido la 

principal causa del incremento de las necesidades humanitarias en el mundo. 

Con más de treinta guerras activas, la violencia política ha seguido aumentando en 

https://www.acleddata.com/2018/12/21/press-release-while-overall-violence-has-declined-in-2018-conflict-is-spreading/
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2018 al igual que el número de actores armados involucrados, aunque los agentes 

estatales siguen siendo los más violentos.  De acuerdo con el SIPRI, el sector 

armamentístico, por su parte, ha encontrado un filón en este contexto que se refleja 

en el momento boyante que vive. España se ha sumado a esta ola y ocupa ya el 

séptimo puesto entre los mayores exportadores del mundo. Esta situación ha 

disparado las necesidades humanitarias, que están lejos de ser cubiertas.   

 

Merece la pena detenerse también en una tendencia esperanzadora, como es el 

vigor de los movimientos globales, en particular en torno al feminismo y a la 

emergencia climática: se ha generado mucha mayor y mejor información sobre la 

magnitud y gravedad de la violencia machista y la falta de igualdad entre hombres 

y mujeres, planteándose sus impactos sociales, pero también económicos. Algunos 

países como Canadá han anunciado una propuesta feminista de política exterior y 

de cooperación que se acompaña con recursos muy importantes para el apoyo a 

organizaciones de mujeres –una línea en la que esperamos ver avanzar también en 

España. Por su parte, también se ha producido un importantísimo movimiento en la 

sociedad, liderado por jóvenes, denunciando la inacción de los actuales líderes de 

Gobiernos y corporaciones y señalando su responsabilidad por dejarles con un 

mundo ambientalmente degradado e insostenible. Huelgas de estudiantes, 

intervenciones parlamentarias de jóvenes lideresas como Greta Thumberg, que con 

16 años ha encabezado una protesta de alcance global contra el cambio climático, 

son señales alentadoras.  

 

Esa pujanza del movimiento feminista, con enorme fuerza y visibilidad en EEUU, 

España y América Latina, ha vivido también una reacción adversa: el aumento de 

la agresividad de movimientos anti-igualdad en muchos países y la presión de 

grupos ultraconservadores que han aupado al poder a Gobiernos como el de Jair 

Bolsonaro en Brasil, generando una brecha en la sociedad y un riesgo de retroceso 

en los derechos y el papel de la mujer. Esos mismos grupos impulsan reformas en 

contra de medidas y acciones de salud sexual y reproductiva de enorme impacto en 

el mundo en desarrollo (como la Gag rule de los 80, reimplantada ahora en EEUU) 

al retirar su apoyo a miles de operaciones. En respuesta, donantes como Holanda, 

han anunciado inversiones extraordinarias para tratar de compensar ese vacío. 

Tanto la fuerza del movimiento de mujeres, como la de una ola ultraconservadora 

han estado muy presentes en el mundo entero en el período. 

  

https://www.sipri.org/publications/2019/sipri-fact-sheets/trends-international-arms-transfers-2018
https://www.sipri.org/publications/2019/sipri-fact-sheets/trends-international-arms-transfers-2018
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Pero pese al vigor de dichos movimientos, se está profundizando la degradación 

del espacio democrático que resulta en cierre de espacio para operar de 

diferentes agentes de la sociedad civil: ONGs, periodistas y defensoras y 

defensores de derechos humanos y el medio ambiente. Las cifras de defensores 

de derechos humanos y periodistas asesinados superan los 400, según Amnistía 

Internacional y están, por desgracia, creciendo, y esa es la muestra más clara de 

este deterioro (ver anexo I). Nuestra preocupación es máxima al comprobar que 

cada año crecen esos episodios, y además aumentan también operaciones 

estructuradas para silenciar, intimidar, dificultar o impedir la actuación de las 

organizaciones sociales. Según el informe de CIVICUS el 80% de la población 

mundial vive en países con restricciones en el espacio cívico, estando este 

seriamente restringido en 106 países. Esta situación requiere de una agenda 

democratizadora de la que la cooperación internacional debe ser firme impulsora. 

Derechos humanos y derechos civiles y políticos deben ser una prioridad mucho 

mayor en los próximos años, así como el apoyo decidido a las organizaciones de la 

sociedad civil. 

Tendencias en desarrollo internacional y cooperación 

El continente en el que se concentran las mayores carencias en el planeta, África, 

se enfrenta a una década enormemente complicada por delante. De entrada, la 

financiación está escaseando tras unos años en que ha llegado abundantemente a 

la región en condiciones favorables –incluido en forma de emisiones de bonos. La 

apuesta más sólida, aumentar la recaudación fiscal, ha avanzado de forma lenta y 

limitada, por dificultades intrínsecas y mientras la lucha contra los paraísos fiscales 

para impedir a grandes compañías beneficiarse de prácticas de elusión fiscal 

avanza despacio y no genera los ingresos extras que deberían recaer en sus arcas 

públicas –el BEPS+ impulsado en el G20 es por ahora tan solo un pequeño paso en 

la dirección correcta. La AOD que llega a la región se encuentra por debajo del 20% 

del total pese a ser los países que más la necesitan, y para terminar, como 

consecuencia del ciclo positivo de financiación y de los cambios en las condiciones 

actuales –bajos precios de las materias primas, dinero escaso, tipos de interés 

crecientes y tipos de cambio decrecientes- el exceso de deuda vuelve a ser un grave 

problema para la región. Si no se adopta una estrategia integral para impedirlo, 

asegurando un flujo de financiación sostenida, sostenible y con condiciones 

adecuadas, la región está abocada a una crisis primero fiscal, luego económica y 

finalmente social. Con el actual alto crecimiento poblacional, la presión migratoria 

se multiplicará. En este contexto, la Ayuda Oficial al Desarrollo y la financiación 
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altamente concesional van a jugar un papel vital, y el foco en los medios públicos 

para financiar la agenda 2030 será determinante.  

Si fijamos nuestra atención, podemos observar la evolución de la ayuda brindada 

por los donantes del CAD en la última década: un aumento progresivo durante 

la década –mientras España se desplomaba- aunque en un porcentaje que ha 

llegado a suponer el 10% del total, incorporando los costes de atención a refugiados 

en el país donante. Una lectura detallada de los datos permite ver que la 

cooperación internacional ha sido enormemente resiliente en un período complejo 

para la comunidad de donantes tradicionales. Hemos asistido a la llegada al 0,7% 

de dos grandes donantes como Alemania y el Reino Unido. Asimismo, ha 

aumentado el componente de instrumentos financieros y mixtos en el menú de 

opciones de la mayor parte de los países. Es aún pronto para evaluar sus 

resultados, pero hay un elemento de preocupación en el hecho de que la 

cooperación financiera y los instrumentos mixtos llegan menos a los países más 

pobres. Algo parecido sucede con la extensión del alcance del trabajo de actores 

privados, si dejamos inversiones en infraestructuras dirigidas al margen.  

Gráfico. AOD NETA, ACOGIDA A REFUGIADOS Y AYUDA A PAÍSES MENOS 

ADELANTADOS (LDCs) 2000 – 2017. Miles de millones constantes. Fuente OCDE / DAC 

 

Cada vez se requieran más fondos para asistir a las víctimas de conflictos y 

situaciones humanitarias. Actualmente y según OCHA, Naciones Unidas está 

atendiendo las inmensas necesidades de 134 millones de personas que requieren 

asistencia de manera urgente. Los llamamientos a los donantes han pasado en diez 

años de 7.200M$ a en 2008, a 25.000M$, pero tan sólo se están cubriendo un 60% 

de los recursos solicitados. Sólo en Yemen, la mayor crisis humanitaria del 

https://www.unocha.org/global-humanitarian-overview-2019
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momento, el 80% de la población depende de la asistencia externa. Siria tras más 

de ocho años de guerra y con más de seis millones de refugiados requiere grandes 

sumas de dinero para poder volver a reconstruir y rehabilitar el país. Estos son sólo 

dos ejemplos que ilustran la tensión a la que están sometidas la población civil que 

apenas pueden sobrevivir en el día a día y cuyo futuro cada vez es más sombrío. 

Más asistencia humanitaria y un abordaje integrado de paz, conflictos y lucha contra 

el cambio climático están entre los retos de la Comunidad Internacional 

Por otro lado, las amenazas al multilateralismo continúan, lideradas por EEUU, 

y sus signos son visibles año a año. Tras el ruidoso abandono del Acuerdo del clima 

de París, en el último año han vivido idéntica suerte el Tratado de No Proliferación 

nuclear Rusia – EEUU, el Acuerdo de no proliferación y cooperación con Irán, o el 

NAFTA. También la vertiente humanitaria ha sufrido este auge de las estrategias de 

confrontación: EEUU ha dejado de financiar a la UNRWA, la agencia que brinda 

asistencia en los Territorios Palestinos ocupados. La necesidad de que otros países 

cubran ese espacio es desesperada. Tan preocupante como la abierta hostilidad de 

los EEUU al sistema de Naciones Unidas que creó en la década de 1940, es la 

tímida reacción en defensa de dicho sistema por parte de la UE y el conjunto de la 

Comunidad Internacional. Es necesaria una reacción de apoyo a las reformas en 

marcha y el fortalecimiento de un sistema multilateral tocado. 

Ha alcanzado el campo del desarrollo la creciente rivalidad y antagonismo entre 

China y EEUU, mientras la UE busca redefinir su papel. Las inversiones de China 

en todas las regiones en desarrollo y en iniciativas globales como la “Belt and Road” 

initiative, la mayor inversión planetaria en infraestructuras, está generando 

opiniones encontradas. En el continente africano, China se ha convertido en el 

mayor financiador bilateral, según las cifras conocidas (aunque la falta de 

transparencia en las mismas impide tener un conocimiento completo y detallado de 

sus operaciones), mientras también India y Arabia Saudí aumentaban sus 

posiciones. Desde la perspectiva de los Gobiernos africanos esa rivalidad ha sido 

considerada positiva: han llegado más recursos, y ya no es necesario seguir las 

condiciones de los donantes tradicionales. Una señal del cambio en el peso de las 

potencias en la región es la asistencia a la última cumbre del FOCAC (Foro de 

Cooperación África China) en Beijing en septiembre de 2018: 47 jefes de estado de 

un total de 53 países.  

La inversión masiva en infraestructuras, compra de materias primas y activos 

naturales, y el uso predominante de préstamos han convertido a China en el 

primer financiador y acreedor bilateral en África. Desde EEUU, abiertamente, y 
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desde la Unión Europea, de forma más sutil, se ofrece una visión muy crítica de 

esas operaciones. Se critica la condicionalidad de su financiación al uso de 

trabajadores y mercancías del financiador, los bajos estándares ambientales y, en 

ocasiones, de calidad. Pero los países africanos han recurrido masivamente a esa 

cooperación porque ha supuesto una forma alternativa de financiación, sin 

incómodas condicionalidades ambientales o de derechos humanos ni requisitos de 

transparencia. Sus tiempos de negociación son menores, se desembolsan manera 

rápida y se pagan de formas impensables para otros donantes o instituciones 

internacionales –y se acomodan a la duración del ciclo electoral. Esas prácticas han 

acentuado la percepción de una “competencia desleal” en las prácticas de desarrollo 

en Europa, que contrasta con la percepción positiva de una diversificación de 

opciones de financiamiento por parte de países socios que en su momento 

dependían de donantes de AOD y que incumplieron sus compromisos.  

Una tendencia también en crecimiento es la proliferación de mecanismos y 

organismos financieros en numerosos países, las llamadas DFI y los bancos 

de desarrollo (como el Banco de los BRICs o el Banco Asiático de 

Infraestructuras). Podríamos decir que hay también un componente de reacción 

precisamente al modelo chino, buscando potenciar las inversiones en 

infraestructuras y operaciones de amplio volumen. EEUU ha avalado la creación en 

tiempo legislativo record de su nueva Development Finance Corporation para poder 

financiar proyectos con rapidez y volumen en África, mientras Europa debate en 

estos momentos qué institución privilegiar como gran plataforma hacia el mundo en 

desarrollo para la planeada expansión de su cooperación financiera, el BEI o el 

BERD, dos instituciones financieras gigantescas que podrían llevar a la región 

montos muy significativos, convirtiendo a la UE en el financiador preferente del 

nuevo ciclo en África hacia 2030. Esta tendencia es positiva pero comporta riesgos 

por el ciclo de deuda y por la limitada cantidad de proyectos que pueden generar 

retornos suficientes en tiempo y volumen con un entorno de institucionalidad y 

regulación todavía débil. Si se usan estos mecanismos junto a las donaciones de la 

AOD, tendrá un efecto multiplicador importante, pero si avanza la sustitución de 

esas donaciones, todo lo contrario.  

Mientras tanto, la Unión Europea se encuentra redefiniendo sus instrumentos 

para el futuro del desarrollo. Hay sobre la mesa una ambiciosa propuesta de 

financiación del desarrollo para el período 2021 – 2027, el Marco Financiero 

Multianual (MFF), para el que la Comisión Europea ha planteado un aumento de las 

contribuciones de los socios de la UE que compense la salida del Reino Unido. Para 
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el período se propone un aumento significativo de la ayuda humanitaria, agrupar 

todos los instrumentos existentes en uno solo (NDICI) y un mayor componente de 

ayuda mixta –los llamados instrumentos de blended finance- estableciéndose un 

componente de AOD (según la definición y criterios del CAD) que supera el 94% de 

los recursos para el ambicioso presupuesto de dicho instrumento –aún en fase de 

discusión. El hecho de que esos fondos deban seguir los criterios del CAD es una 

garantía de que los mismos tendrán un alto estándar de transparencia y 

accountability, pese a las tensiones por la definición de la AOD en su seno.  La CE 

se ha mantenido como el gran donante que aún promueve el instrumento de AOD 

de mayor eficacia –pero con menos contrapartidas inmediatas para el donante- el 

apoyo presupuestario, un ejemplo a seguir por el resto de donantes, España 

incluida.  

En dicha propuesta la CE propone “focalizar” un 10% de sus recursos en el 

combate a las “causas profundas” de las migraciones. La UE ha ofrecido 

señales preocupantes en este campo, pues ya hemos visto como partidas y fondos 

importantes de ayuda se han focalizado en operaciones de seguridad y control 

migratorio, o donde esos componentes eran dominantes, de modo que es preciso 

tener esa amenaza presente, y defender el fin genuino de lucha contra la pobreza y 

la desigualdad de la cooperación europea. De hecho, la ineficaz gestión de las 

migraciones ha sido el Talón de Aquiles de la UE en el período, como lo ha sido la 

falta de un discurso público en favor de la integración, en defensa de los derechos 

de los refugiados y de todas las personas migrantes, y del valor que aportan a 

nuestras sociedades. Más urgente aún es la protección de los derechos humanos y 

de la vida de quienes emigran, que está fallando, con la consecuencia de miles de 

personas se ahogan cada año en el Mar Mediterráneo. El hostigamiento y los 

obstáculos para el rescate impuestos a personas y ONGs son aberrantes e 

intolerables. 

Pero mientras las migraciones y la pulsión securitaria han desviado la atención 

europea, su papel agregado como primer donante global, con estándares 

democráticos, de derechos humanos y de sostenibilidad sigue siendo una 

realidad. Europa debe evitar tratar de competir en rapidez y estándares laxos en 

sus operaciones: su valor añadido es precisamente ser un gran financiador que 

defiende la promoción de la sostenibilidad, los derechos humanos y la lucha contra 

la desigualdad y la pobreza. Afirmar su papel en defensa del espacio democrático, 

la lucha contra las desigualdades, la promoción de la justicia de género y el liderazgo 

de las mujeres, y el empoderamiento de la sociedad civil, se antojan prioridades 
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clave para redefinir su modelo. En el triángulo EEUU – China – Europa, ese debe 

ser el papel que jueguen la UE y sus Estados Miembros. España ha sido impulsora 

decidida de la presencia de los ODS en la estrategia del MFF, y ha de hacer valer 

una apuesta país por el desarrollo sostenible dentro de ese marco. 

La discusión sobre los límites y características de la cooperación al desarrollo 

ha sido intensa en este período. En el mismo han tenido lugar reuniones clave sobre 

la cooperación Sur Sur (como la reunión de Buenos Aires + 40), donde los 

conceptos de “desarrollo en transición” y Cooperación Triangular, ganaron 

importancia; también han ocurrido revisiones, algunas de ellas frustradas del 

concepto de AOD y como computarlo. En el seno del CAD un significativo grupo de 

donantes han presionado fuertemente para establecer criterios nuevos y laxos para 

contabilizar como AOD un amplio rango de operaciones financieras y de promoción 

del sector privado. La discusión se zanjó sin acuerdo sobre cómo computar los PSI 

(Private Sector Instruments) dentro de la AOD, lo que ha dejado una delicada 

situación en la que cada país está decidiendo qué computar en su AOD, diluyendo 

el estándar común que ha caracterizado a la OCDE durante décadas. El riesgo 

significativo es el de contar operaciones de dudoso impacto sobre el desarrollo o 

que no se sometan a las líneas básicas de rendición de cuentas. Deberemos estar 

muy atentos a cómo evoluciona este campo.  

En 2019 verá la luz el piloto de la nueva métrica de los flujos públicos totales de 

financiación del desarrollo -TOSSD en sus siglas en inglés. Esta nueva métrica, 

impulsada por la OCDE aún no cuenta con una adhesión mayoritaria y el período 

de prueba actual contribuirá a medir su potencial impacto positivo. Si consiguiera 

primero señalar y después hacer más previsibles para los países socios esos flujos 

de recursos, habría una primera ganancia. Si, además, se establecen estándares 

sociales, ambientales, laborales, de derechos humanos y de igualdad de género 

para el conjunto de flujos, la ganancia sería aún mayor. Pero nada de eso está 

garantizado, y existe por otra parte el riesgo de que se busque interesadamente que 

progresivamente el TOSSD opaque la AOD, diluyendo las responsabilidades y el 

accountability de los donantes en sus fondos finalistas más claros.    

Si bien es importante la presencia de diferentes instrumentos financieros para 

apalancar y atraer recursos adicionales del sector privado, y hay un terreno en 

el que donaciones y otros instrumentos mezclados pueden producir beneficios, no 

es fácil encontrar resultados positivos suficientemente sólidos para argumentar el 

fortísimo impulso actual a esta vía. Más bien parece que se trata de argumentos 

políticos –maximizar el retorno de las inversiones, y reducir el impacto en el gasto 
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público del donante- que vienen de la narrativa del “from billions to trillions”. 

Tampoco el efecto leverage de la AOD para atraer recursos privados se ha mostrado 

eficaz hasta el momento, con una movilización adicional de 6 céntimos por cada 

euro. La apuesta por un incremento en los instrumentos financieros resulta de facto 

en una opción preferente hacia países de renta media y, por lo tanto, supone 

implícitamente una menor atención a los países más pobres. 

Resulta, por último, llamativo el visible declive de la atención prestada a la 

agenda de la eficacia de la ayuda por parte de los principales donantes en los 

años más recientes. Es patente la desatención a algunos de los principios de la 

eficacia del desarrollo aprobados en Busan. Si bien la transparencia ha continuado 

una línea de progreso, no es así para la apropiación, la rendición de cuentas o la 

orientación a resultados. El instrumento que reúne todos los efectos positivos 

contemplados en dicha agenda, el Apoyo presupuestario (o sus versiones más 

ligeras de como el apoyo sectorial) ha caído en desuso por la mayoría de los 

donantes al tiempo que se dispara la creatividad financiera y la invitación poco 

exitosa a la participación privada. Por el momento, los resultados son muy limitados, 

de modo que convendría invertir sobre seguro en mecanismos de apoyo 

presupuestario. 
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2. LA DÉCADA PERDIDA DE LA COOPERACIÓN ESPAÑOLA 

El balance de la última década de la cooperación española, la que va desde 2009 

hasta 2018, es muy negativo. No ha habido otro donante que haya acreditado y 

consolidado una trayectoria como la que vamos a presentar en estas páginas. 

Además, durante este largo período, no se han avanzado las mejoras en el 

funcionamiento y la organización del sistema que podrían haberse priorizado. Es 

cierto que en el período sí se han lanzado valiosas áreas de trabajo –sistematización 

de la información y transparencia, gestión del conocimiento- pero no hemos podido 

ver sus frutos ante la limitadísima capacidad de acción. 

De modo que llegamos a 2019 con una maquinaria pesada y con necesidad de 

muchos cambios, un sistema internacional que ya ha dado pasos significativos de 

transformación, y un sistema con demasiadas disfunciones que no han sido abordadas 

y tocan tanto el campo legal como el del funcionamiento. La hipertrofia multilateral de 

la cooperación española es cualquier cosa menos una decisión de Gobierno: es el 

resultado de una ecuación en la que buena parte de la ayuda multilateral tiene carácter 

obligado, mientras la bilateral expresa la voluntad del Gobierno.    

Sabiendo que cada euro invertido ha sido importante y ha ofrecido resultados, es 

difícil no pensar en todos los programas no realizados y las personas que no han 

tenido mejores oportunidades en sus vidas. Ese impacto humano, directo, ha tenido 

un eco trascendental en el desplome de la credibilidad de España como actor 

internacional. España ha faltado a casi todas las reposiciones de fondos comunes, 

ha hecho aportaciones que no corresponden a su nivel de desarrollo relativo y a su 

dimensión económica a fondos globales –cuando las ha hecho- y a organismos 

internacionales o misiones especiales en territorios como Palestina o Chad.  

Tampoco ha conseguido mantener viva la fuerza de su cooperación bilateral. El 

esfuerzo de profesionales de las oficinas de cooperación o de la propia AECID ha 

sido enorme para paliar el desplome, pero sus carteras de programas han ido 

reduciéndose cada año. Su buen hacer y su profesionalismo ha hecho a España 

depositaria de operaciones de cooperación delegada. Esa es una señal positiva de 

nuestra fiabilidad ante terceros, pero también la dolorosa evidencia de que otros 

invierten a través de España porque España decidió dejar de invertir para ser, en 

demasiados casos, un buen gestor de los recursos de nuestros socios europeos. La 

AECID no puede ser una entidad de gestión de programas de terceros, es la agencia 

bandera de la cooperación española, que puede realizar operaciones por cuenta de 

terceros, pero no hacer de ello su actividad principal. 

Las cifras han acabado en el 0,20% de la RNB, y el nivel no es menor gracias a la 

obligatoriedad de las contribuciones al presupuesto de la Unión Europea y otros 
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organismos internacionales: el compromiso de los sucesivos Gobiernos en este período 

ha sido prácticamente nulo. 

Peor aún para la reputación internacional de España resultó el recurso del anterior 

Gobierno de comprometer para después incumplir una recuperación de la AOD 

acompasada con el crecimiento económico. Las señales de recuperación han sido 

muy poco sólidas: traídas por el aumento de las contribuciones obligatorias a 

organismos internacionales o fruto de operaciones de condonación de deuda de 

larga data a Cuba, ajenas por completo a ningún ciclo de planificación, y generando 

el espejismo de mayor aportación en el año 2016, o recientemente debidas al coste 

dentro de nuestro país para financiar la estancia de personas refugiadas.  

Este panorama, absolutamente único entre los donantes de la UE (frente a un 

crecimiento de la AOD de los donantes del CAD del 24,5% y en un período en que 

Alemania y el Reino Unido se unieron al club del 0,7%, España ha tenido un -55,7% neto 

quedando en torno al 0,2% al final de la década), y quedando con un papel internacional 

marginal. El nuevo Gobierno tiene sobre sí muchas miradas. Sus socios internacionales 

esperan un giro de 180 grados que permita a España unirse no de palabra, sino de 

hecho, a los países que están liderando la agenda 2030 del desarrollo sostenible. Las 

expectativas sobre la voz y el papel político de España son muy altas. 

Figura 1. Diferencia absoluta AOD ($ mill. constantes) 2018-2008 
 

 

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la OCDE/CAD http://stats.oecd.org/qwids/  

http://stats.oecd.org/qwids/
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En la figura 1, podemos observar tal vez el dato más inquietante de la negativa 

singularidad de España, que en una década es el país con el balance más negativo 

del conjunto de los miembros del CAD – OCDE. En 2018 España aporto como AOD 

3.071 millones de US$ (2.682 millones de €) menos que en 2008. Una diferencia 5 

veces mayor que el siguiente en la lista, Holanda, que redujo un total de 598M$. 

La figura 2 nos da una foto fija de los donantes por volumen. Los flujos netos de 

AOD de los países miembros del DAC fueron de USD 149,3 mil millones en 2018 

(en términos corrientes), lo que representa una caída del 2,7% en términos reales 

en comparación con 2017. La caída refleja una reducción en los costos de acogida 

de refugiados en los países donantes para muchos miembros del DAC (CAD). Si no 

consideramos estos costes, los niveles netos de AOD se mantuvieron estables en 

comparación con 2017. 

Figura 2. AOD, volumen en 2018, ($ constantes 2017 mill.) 

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la OCDE/CAD http://stats.oecd.org/qwids/  

En las figuras 2 podemos ver la posición relativa de España, tanto en lo referido al 

valor absoluto de su aportación, por detrás de muchos países con economías 

mucho más pequeñas como Dinamarca, Suiza, Noruega, Suecia o los Países Bajos. 

Y en la 2b vemos una imagen que muestra el esfuerzo relativo de España en 2018, 

ya en el furgón de cola de la Comunidad Internacional.  

*Para las series presentadas en esta sección hemos calculado la AOD / RNB según la metodología vigente hasta 
2017 para asegurar la consistencia de la serie, con el resultado del 0,18% AOD / RNB. El reciente cambio 
metodológico que resulta en la cifra oficial del 0,2% se explica en https://www.oecd.org/dac/financing-sustainable-
development/development-finance-data/ODA-2018-detailed-summary.pdf 

http://stats.oecd.org/qwids/
https://www.oecd.org/dac/financing-sustainable-development/development-finance-data/ODA-2018-detailed-summary.pdf
https://www.oecd.org/dac/financing-sustainable-development/development-finance-data/ODA-2018-detailed-summary.pdf
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Figura 2b. AOD/RNB, 2018 (en %) 

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la OCDE/CAD http://stats.oecd.org/qwids/  

 

Si fijamos nuestra atención exclusivamente en la AOD española observamos un 

recorrido de fuerte y consistente caída hasta tocar suelo en 2013-2014, y 

mantenerse en el entorno del 0,2% de la RNB hasta 2018 (con la anomalía 

estadística del año 2016 debida a la operación de condonación de una deuda vieja 

con muchísimos atrasos e intereses con Cuba). 

La figura 3 nos habla de la inconsistencia de la evolución de la cooperación española 

en relación con el ciclo económico: mientras la economía vivía un tiempo de 

estabilidad y desde 2014 de crecimiento, la AOD crecía a un nivel menor, aupada 

por las mencionadas contribuciones obligatorias y el crecimiento del dinero 

empleado en cubrir los costes de asistencia a refugiados en nuestro país. Ni una ni 

otra son acciones deliberadas, sino obligaciones legales del Gobierno español. 

 

 

 

 

 

http://stats.oecd.org/qwids/
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Figura 3. AOD y RNB España, millones $ constantes 2017 

  

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la OCDE/CAD http://stats.oecd.org/qwids/  

La figura 4 nos muestra la evolución de los cuatro grandes de la UE, una vez que culmine 

la etapa del Brexit para el Reino Unido. La relativa centralidad de España en el período 

actual frente a una línea de actuación de Italia de abierto desafío a normativas y 

procedimientos comunitarios, abre la oportunidad de liderar con Francia y Alemania el 

abordaje del futuro del desarrollo de la UE, pero los números que pone sobre la mesa 

expresan un compromiso muy diferente de los de quienes deben ser sus socios. Una 

convergencia en ese campo será importante en este tiempo. 

Figura 4. AOD/RNB, 2000-2018 

 

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la OCDE/CAD http://stats.oecd.org/qwids/  

http://stats.oecd.org/qwids/
http://stats.oecd.org/qwids/
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Figura 5. Evolución AOD/RNB, 2000-2018 

 

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la OCDE/CAD http://stats.oecd.org/qwids/  

 

La figura 5 nos ofrece la comparativa de la evolución de España como donante (AOD / 

RNB) frente a los países del CAD o los países que forman parte del euro. No aparece 

en el gráfico el valor promedio de los países europeos (que incluye a países como Suiza 

o Noruega, además de los miembros de la UE), que se sitúa en el 0,5%. El esfuerzo 

para situarse en el centro del grupo será significativo y debe iniciarse cuanto antes.  

- Para haber alcanzado el promedio de los países del CAD – OCDE la 

eurozona, el 0,33% de la RNB en 2018, España hubiese debido aportar en 

AOD 1.491,5 mil. de euros adicionales (un 68% más) 

- Para alcanzar el promedio de los países del euro, el 0,36% de la RNB en 2018 

España hubiese debido aportar en AOD 2.025 mil. de euros adicionales (un 

97,9% más!) 

- Para alcanzar los niveles de solidaridad promedio de los países donantes 

europeos, el 0,5% de la RNB en 2017 España habría debido aportar en AOD 

3.393 mil. de euros adicionales (un 156,5% más!) 

En definitiva, España tiene un gap de contribución neta en materia de AOD de entre 

1.491,5 millones de euros (convergencia con la media del CAD en el 0,33%) y 3.393 

M€ (convergencia con la media europea, en el 0,5%). El objetivo económico del 

próximo período es converger lo más cerca posible de este último grupo, algo que 

exigirá un esfuerzo presupuestario notable que debe ir acompasado a las reformas 

que propondremos en la sección 3. 

http://stats.oecd.org/qwids/
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Figura 6. AOD por persona, 2018 (en US$ constantes) 

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la OCDE/CAD http://stats.oecd.org/qwids/  

Si bajamos un nivel más y nos fijamos en la AOD por persona que aportó España al 

conjunto de la comunidad internacional en 2018, nos encontramos de nuevo con cifras 

anormalmente bajas. Todos los países con peso internacional están por encima, nos 

encontramos un 60% por debajo de la media de los donantes, aportando entre un 

tercio y un sexto de lo que aportan ´nuestros principales países socios en Europa, tan 

solo por delante de Portugal y Grecia, de entre los países de Europa occidental. 

Cada ciudadana y ciudadano español aportó a través de la AOD, 44,30 casi tres veces 

medio que el promedio del CAD, 114,33€, o los 149€ per capita de Francia, o los más de 

500€ por habitante de Suecia, Luxemburgo y Noruega, los más generosos. En este 

ámbito sólo aportaron menos ayuda per cápita los países del Este de Europa, Grecia y 

Portugal. 

Fig. 7. La ayuda humanitaria española por componentes, 2004-2017 (euros corrientes) 

 

http://stats.oecd.org/qwids/
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Veamos ahora la evolución de la ayuda humanitaria, una ayuda neutral 

políticamente y necesaria únicamente para salvar vidas. En un período en el que 

han explotado y se han profundizado varios de los conflictos más importantes que 

vivimos en África y Oriente Medio, España vivió una caída incomprensible del 81,8% 

(de 298M€ en 2008 a 54M€ en 2017), montos que han obligado a España a la rutina 

de hacer aportaciones simbólicas ante las grandes crisis y apenas poder invertir en 

prevención de riesgo de desastres, como puede observarse en la figura 7. En el 

período se ha alcanzado también el pico en el desplazamiento forzoso de personas, 

tanto desplazamientos internos como internacionales. Y las necesidades de 

atención humanitaria, identificadas por las Naciones Unidas en sus llamamientos 

han pasado de 7.200M$ en 2008 a 25.000M$ en 2018. Mientras las necesidades 

aumentaban más de 3 veces, España redujo su aportación a una quinta parte. 

Fig. 8. Evolución del coste de acogida de refugiados en España computado como 

AOD, 2000- 2018 (en millones de dólares constantes) 

 

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la OCDE/CAD http://stats.oecd.org/qwids/  

En la figura 8 podemos observar el crecimiento de los recursos empleados dentro 

de nuestro país para atender a las personas refugiadas que se han computado como 

AOD, superando el 10% de la ayuda total en el último año con datos preliminares 

disponibles, 2018, con un monto total de 257M€. Y en la figura 7b observamos que 

España se encuentra, en este caso sí, en el pelotón de cabeza entre los países que 

emplean una mayor proporción de su ayuda para cubrir el coste de acogida de 

refugiados dentro de sus fronteras. 

 

 

http://stats.oecd.org/qwids/
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Fig. 8b. % AOD a costes acogida refugiadxs, 2018 

 

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la OCDE/CAD http://stats.oecd.org/qwids/  

Las buenas noticias de esta década perdida nos las ha dado la recuperación del 

compromiso de la cooperación descentralizada (figura 9): la cooperación 

descentralizada inicia en 2015 su recuperación, y en 2017 continuó aumentando por 

tercer año consecutivo (un 12% respecto al año anterior). Aún no tenemos datos 

consolidados para 2018. Este aumento fue resultado del incremento de las 

aportaciones de las comunidades autónomas (CCAA), que aumentaron su AOD en casi 

un 25%, encabezadas por el País vasco y Andalucía, como puede observarse en la 

figura 9b. Mientras tanto, los Entes locales redujeron su aportación en casi un 16%. 

Fig. 9. Cooperación descentralizada, 2008-2017 

 

http://stats.oecd.org/qwids/
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Fig. 9b. AOD de las CCAA, mill € 

 

Finalmente, merece la pena concluir este análisis, insistiendo en un aspecto 

fundamental que explica por qué esta década perdida no ha supuesto la práctica 

desaparición del sistema español de cooperación: han sido las contribuciones 

obligatorias tanto a la Unión Europea, como a los Organismos Financieros 

Internacionales de los que España forma parte (FMI, Banco Mundial BID, BAFD…). 

La contribución a la UE es completamente ineludible y obligada bajo la legislación 

europea, y absorbe alrededor del 50% de la AOD cada año, y sumada al resto de 

contribuciones multilaterales obligatorias superan el 70%.  

Esa condición de obligatoriedad, y la seriedad de la presencia del Ministerio de 

Economía en los organismos internacionales, ha hecho que los incumplimientos y 

retrasos hayan sido mucho menores, y subsanados en algunos casos.  

Ese es un ejemplo de cómo debieran operar los compromisos con fondos e 

iniciativas esenciales como el Fondo Global contra el SIDA la malaria y la 

tuberculosis o los principales organismos, fondos y misiones de Naciones Unidas 

(UNICEF, PNUD, UNWomen, ACNUR). Una contribución importante de España a 

la próxima reposición del Fondo Global para la lucha contra el VIH, la malaria y la 

Tuberculosis sería un gesto muy importante, en un terreno en el que la contribución 

de científicos y centros españoles ha sido tan significativa. 

Romper la trayectoria de esta década abre un mundo de oportunidades, impacto y 

recuperación de una reputación de país cumplidor de sus obligaciones y solidario.  
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3.REFUNDAR LA COOPERACIÓN EN EL MARCO DE LA 
AGENDA 2030. 

 España tiene una oportunidad única de reformarse y situarse en vanguardia de la 

cooperación internacional activando cambios e inversiones selectivas. Tiene 

asimismo la oportunidad de ser parte de la “locomotora europea” en desarrollo y 

derechos humanos en esta nueva etapa. Para ello debería poner en valor su 

experiencia y saber hacer, también su condición de actor reconocido en diferentes 

regiones, y bróker con capacidad técnica y diplomática entre potencias y 

organismos para movilizar sus apoyos. Tiene también la oportunidad única de 

articular su presencia internacional de forma coherente y visible –con la presencia 

y voz en organismos multilaterales financieros y no financieros- y hasta de ser un 

impulsor de soluciones a problemas complejos, como podría ser la nueva ola de 

sobreendeudamiento de África Subsahariana, que deberá abordarse en el período. 

Influencia económica y política, y promoción del desarrollo sostenible deben ir de la 

mano, proyectando una presencia exterior sólida.  

Según datos del Eurobarómetro (septiembre 2018), reflejados en la imagen, un 66% 

de los españoles considera que abordar el problema de la pobreza en los países en 

desarrollo debe ser una prioridad importante de su Gobierno nacional –el porcentaje 

más alto entre los 28 Estados Miembros de la UE. Un aval al hecho de que España 

deba ser un contribuyente acorde a su condición de cuarta economía de la UE y de 

impulsor a ultranza de la agenda 2030 de desarrollo sostenible. Cooperar para 

contribuir a que la Agenda 2030 se materialice en los países más pobres, y que 

avancemos juntos en los retos comunes de la humanidad debería ser el foco de la 

cooperación española del futuro, asegurando que “no dejar a nadie atrás” se 

convierte en un compromiso de estado.  

https://ec.europa.eu/europeaid/special-eurobarometer-eu-citizens-and-development-cooperation-2018_en
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Fuente: Special Eurobarometer: EU citizens and development cooperation - 2018, página 16. 

https://ec.europa.eu/europeaid/sites/devco/files/ebs-476-report-20180925_en.pdf 

 

Además del imperativo ético y solidario que la justifica, ninguna política va a permitir 

a España un papel, una influencia y una visibilidad a un coste tan limitado como la 

cooperación para el desarrollo. Mientras España no será una potencia militar ni 

industrial, sí puede ser una potencia cultural y social, con las banderas del desarrollo 

sostenible, la lucha contra la desigualdad y la justicia de género como señas de 

identidad, beneficiando a millones de personas víctimas de crisis humanitarias o del 

terrible impacto del cambio climático.  

Para salir del largo impasse descrito en la última década, la cooperación española 

requiere de un plan de inversión y una estrategia clara de acción y reformas. La 

cooperación internacional no es como otras políticas, donde la continuidad y la 

“normalidad” serían un buen punto de partida, más bien al contrario. La 

transformación de la cooperación internacional para iniciar una nueva etapa 

requiere de pasos iniciales claros, que se vean dentro -los agentes del sistema están 

desmoralizados e incluso hastiados por la erosión y la falta de apoyo político- y se 

presenten con fuerza en el exterior, mostrando cómo España pasa de los discursos 

y los incumplimientos a los hechos en una fase de nuevo Gobierno estable.  

https://ec.europa.eu/europeaid/sites/devco/files/ebs-476-report-20180925_en.pdf
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3.1. Claves para el arranque: los primeros cien días 

Señalamos aquí 5 decisiones iniciales para el arranque de la legislatura con 

acciones y señales inequívocas de que España no sólo “vuelve a ser un socio 

confiable”, sino que tiene ideas para estar en vanguardia, e inicia un camino de 

recuperación de la inversión y reformas: 

1. Vicepresidencia de Desarrollo Sostenible. La Agenda 2030 debe ser la 

bandera del Gobierno español en el mundo. Para ello deben combinarse la acción 

de Gobierno en sus vertientes doméstica y en cooperación internacional. Por eso 

una vicepresidencia sería la mejor opción:  con una función coordinadora del 

conjunto de los ministerios para la agenda doméstica, y con una función ejecutiva y 

capacidad de decisión presupuestaria en la agenda de cooperación internacional. 

Una nueva Secretaría de Estado de Cooperación para los ODS (SECODS) tendría 

como misión contribuir a alcanzar los ODS en los países más vulnerables así como 

conectar las políticas españolas con los foros, decisiones y programas globales que 

los impulsan. Este cambio sería el pistoletazo de salida a una reforma integral del 

sistema de cooperación a realizarse a lo largo del período político. 

2. Anuncio ante la Asamblea General de las NNUU de un paquete de 

inversiones iniciales con cargo al presupuesto 2019 en las emergencias 

humanitarias de Siria (y países limítrofes) y los Territorios Palestinos 

(UNRWA), en el Fondo Global contra el VIH, Malaria y TB, IDA 19 y el Fondo 

Verde del Clima (con reposiciones este año). Estas inversiones se unen a 

compromisos de lago plazo con el sistema de Naciones Unidas y sus principales 

agencias (UNICEF, ONUmujeres, PNUD), y serían una señal materialmente clara 

que devuelva la confianza en España a los organismos internacionales y a nuestros 

aliados europeos y globales. 

3. Establecer el compromiso público de presentar una estrategia con un plan 

de reformas, incluyendo un compromiso financiero calendarizado de aumento 

de la inversión en cooperación para la legislatura que cierre el gap de España 

con Europa (0,5% RNB), los países del euro (0,36% RNB) y la media del CAD 

(0,3% RNB). Plantear el arranque de dicho plan con un aumento de la AOD de 

800M€ en el año 1. Establecer un aumento inicial de 300M€ de dotación para la 

AECID en el borrador de presupuesto 2020, con 100M€ de dicho aumento de 

recursos destinados a la Oficina de Acción Humanitaria. 
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4. Impulsar, de manera colegiada por todos los grupos desde la Comisión de 

cooperación del Congreso de los Diputados, la pospuesta Subcomisión para la 

reforma del sistema de ayuda, sus estructuras y las leyes que requieren 

modificaciones (ley de cooperación de 1998, ley del FONPRODE, leyes de 

subvenciones). Ese es el espacio para concertar las reformas necesarias, para 

iniciar y facilitar el trámite legislativo, y para devolver a la política de cooperación la 

condición de política de estado. Este proceso debe funcionar en paralelo a los 

primeros cambios, no debe anteponerse en el tiempo al resto de propuestas de 

refundación indicadas. Y será esencial para asegurar la eficacia futura de la AECID 

o de la cooperación financiera.  

5. Avanzar hacia la creación de dos nuevos instrumentos: un instrumento 

financiero único y eficaz que permita superar las actuales limitaciones del 

FONPRODE para realizar una cooperación financiera eficaz y de alcance, y que 

podría dar lugar a un “Banco Español de Desarrollo” similar al de otros países 

donantes. Dicha entidad debe contar en sus órganos de Gobierno con los 

ministerios de Economía, Asuntos Exteriores, Transición ecológica, y sería presidido 

por la Vicepresidencia de Desarrollo Sostenible. Complementariamente, se debería 

avanzar en la puesta en marcha de un mecanismo de Cooperación Triangular, que 

permita a la AECID reforzar sus relaciones con países de cooperación avanzada. 

3.2. Una cooperación internacional adaptada a la Agenda 2030.  

Tres ideas deben estar presentes en todo momento a la hora de emprender 

reformas y realizar inversiones en este campo: (i) maximizar el impacto de nuestra 

cooperación, asegurando la coherencia entre las contribuciones desde los 

diferentes agentes implicados y primando la eficacia para favorecer a millones de 

personas en situación de pobreza y vulnerabilidad, (ii) asegurar que la cooperación 

es un eje visible y seña de identidad del papel de España en el mundo como 

impulsora de la Agenda 2030 de desarrollo sostenible, y (iii) reformar el sistema 

basándonos en aquellos activos de mayor valor, y estableciendo uno renovado y 

que sitúe a España en vanguardia. 

La cooperación española del futuro en 5 pasos. 

1. Un “plan de negocio” para una política de estado: estrategia, plan de 

inversiones y reformas legales. 

Ese plan de negocio debe basarse en dos pilares fundamentales:  una estrategia y 

un plan de inversiones para materializarla. 
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La estrategia, por las características del sistema de cooperación debe ser no 

competitiva sino solidaria, al contrario que en el sector privado. Pero los valores 

añadidos (o ventajas competitivas) deben estar presentes.  En este caso hay una 

agenda de objetivos compartida, que son los ODS a cuya consecución en los 

países en desarrollo y en objetivos globales España contribuirá. Dentro de este 

amplio paraguas, España será un agente activo en algunas regiones (América 

Latina, Norte de África y Oriente medio y África Occidental), en ciertos sectores. 

Para ello desplegará instrumentos desde la cooperación bilateral y multilateral, 

financiera y no financiera. Y establecerá un paraguas de intervención más amplio 

para aquellos aspectos que no se contemplan en el marco de la AOD. Como parte 

de su estrategia, España debería plantearse la urgencia de reformar y optimizar sus 

instrumentos, focalizar su ayuda en sectores, e impulsar reformas de calado para 

poder acercarse a esos objetivos.  

Un plan de inversiones para llevar a cabo sus estrategias. En este caso, dado 

que estamos ante un sistema cooperativo, como partícipe del mismo, España debe 

plantearse una contribución acorde a su dimensión económica, como un socio 

confiable con el conjunto de países aliados de la comunidad de donantes y de 

países socios. Así como con los organismos que componen el sistema multilateral 

del que formamos parte. El plan de inversiones debería situar como objetivo el 

promedio del conjunto de los países europeos, que es un 0,5%  de AOD sobre la 

RNB. Es importante establecer un calendario de crecimiento progresivo hasta 

alcanzar dicho umbral al final de la legislatura. Nuestra recomendación es empezar 

en el año 1 con una inversión adicional de 800M€ para empezar a cerrar un gap de 

3.393M€ en 2018 (diferencia entre lo aportado, el 0,2% según las estadísticas 

oficiales, y el 0,5% señalado como objetivo; dicho gap se sitúa en 2.025M€ para 

alcanzar a los países de la zona euro, situados en el 0,36%). 

Algunos países –Reino Unido, Francia, Italia- han trasladado a sus leyes el peso 

financiero de la cooperación internacional. Esa es una opción que conviene también 

para España, bien mediante un objetivo fijo y calendarizado hacia el 0,7% en 2030, 

o bien mediante el establecimiento de un suelo mínimo atado a la evolución de la 

Renta Nacional Bruta (RNB).  

El primer elemento de este nuevo sistema es asegurar que la política de 

cooperación para el desarrollo sostenible es una política de Estado: es 

propiedad de las diferentes sensibilidades políticas y también de sectores 

económicos y sociales diversos. La agenda 2030 es, en este sentido un gran 

elemento corrector, al haber sido asumida y defendida por partidos políticos de 
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diferente signo y contar con un gran apoyo y liderazgo en voces del sector privado. 

La concertación es esencial en esta política para asegurar trayectorias largas de 

trabajo basadas en acuerdos amplios sobre la importancia de que España tenga 

mayor impacto sobre el desarrollo sostenible y la reducción de la pobreza a escala 

global. En este campo la sociedad va por delante: la ciudadanía española apoya la 

cooperación más que ninguna otra en Europa tal y como ya hemos visto. Y ser un 

socio en quien se puede confiar es un valor al que España no debería renunciar.  

Con el objetivo de discutir un profundo proceso de reformas y actualizaciones 

con numerosas implicaciones legales, los grupos parlamentarios en el Congreso 

deberían recuperar la Subcomisión que no llegó a nacer en enero de 2018 por la 

convocatoria electoral. Ese debería ser el espacio en el que primero presentar y 

discutir las fórmulas para hacer avanzar los planes de cambio. Representantes 

políticos, actores sociales y expertos, trabajarán para acordar las necesarias 

reformas de la ley de cooperación, ley del FONPRODE, y otras normativas que 

afectan a la gestión de subvenciones.  

Será asimismo el espacio en el que debatir la necesidad de otros textos que 

fomenten una mayor participación de OSC, empresas y universidades en el 

impulso a estrategias de Desarrollo Sostenible concertadas con la AGE y el 

resto de Administraciones. Se trataría de poner en marcha un sistema legal 

actualizado que posibilite una cooperación internacional alineada con la agenda 

2030, y que faculte y promueva la participación de actores privados en acciones en 

esa misma dirección. Las reformas y las inversiones deben iniciarse en paralelo a 

estos diálogos: la parálisis no es una opción tras un periodo tan prolongado de 

deterioro. 

Gracias a la obligatoriedad de las contribuciones europeas, el papel de España en 

la UE sigue siendo sólido y está llamado a crecer cuando salga el Reino Unido 

-será el cuarto contribuyente neto a la cooperación europea. Junto a la refundación 

del sistema español, la apuesta por el desarrollo sostenible dentro de la UE será el 

otro pilar para asegurar un papel fuerte, coherente y con un peso acorde a su 

condición de potencia intermedia. La negociación y el contenido del futuro Marco 

Financiero Plurianual (MFF) y el instrumento único de cooperación (NDICI) son los 

elementos fundamentales en los que se juega el futuro de la cooperación europea. 
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2. Una cooperación multilateral integrada y estratégica. 

La actual etapa nos ofrece la oportunidad de avanzar en la construcción de una 

estrategia país integral en la que las contribuciones a organismos financieros y no 

financieros y fondos, junto a las posiciones adoptadas en los mismos, estén mejor 

articuladas en torno a una estrategia de presencia e influencia internacional.  

Los organismos financieros (FMI, BM, Bancos de desarrollo) han venido jugando un 

papel fundamental en la financiación a los países de menor nivel de ingresos, y ante 

el agravamiento de la crisis de endeudamiento que sufre el continente africano, 

están llamados a ser parte de las respuestas en términos tanto de gestión de deuda 

como de financiación de largo plazo. España puede ser no solo un contribuyente, 

sino también una voz activa en esa búsqueda de soluciones para asegurar el avance 

hacia la agenda 2030. La presencia de España en los organismos financieros se ha 

mantenido en el tiempo, a pesar de las dificultades administrativas y atrasos 

significativos, con algún impacto reputacional.  

Por su parte, la financiación temática que llega a través de fondos verticales o de 

organismos y fondos de Naciones Unidas, ha seguido un curso muy diferente, 

viéndose afectada de forma mucho más grave. La ausencia de España ha sido total, 

reduciéndose su influencia, su impacto, su presencia y su visibilidad al máximo. Y 

quedando su reputación severamente dañada. Los gestos y mensajes iniciales 

realizados durante el período de 11 meses del primer Gobierno Sánchez deben 

ahora transformarse en estrategias sólidas y contribuciones sustanciales y 

sostenidas en el tiempo. O la bienvenida corre el riesgo de convertirse en decepción. 

Existen señales iniciales en forma de contribución financiera que deben realizarse 

de forma inmediata para recuperar un papel con un mínimo de credibilidad: 

contribuciones core a NNUU y a su principales fondos (UNICEF, ONUmujeres), pero 

también a fondos clave como el Fondo Global contra el VIH, la malaria y la 

tuberculosis, el Fondo verde del clima o la reposición de IDA-19, la mayor fuente de 

recursos concesionales para países africanos.   

La posición y la reputación de España se juega tanto en fondos, como en 

organismos financieros y no financieros. La forma de estar presente, actuar y 

contribuir debe ser homologable, seria, rigurosa, selectiva y de largo plazo. Los 

diferentes ministerios competentes en la materia deben asegurar una estrategia 

integrada y valores y aproximaciones reconocibles y coherentes. 
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3. Una nueva estructura de funcionamiento para la cooperación española  

Consideramos que la creación de una Vicepresidencia de Desarrollo Sostenible 

sería la mejor opción para un nuevo sistema integrado de cooperación internacional. 

Una Vicepresidencia que debería tener una función coordinadora del conjunto de 

los ministerios para la agenda nacional (elevando el perfil del actual Alto 

Comisionado para los ODS), y ocuparse directamente de la promoción internacional 

de los ODS a través de una nueva Secretaría de Estado de Cooperación para los 

ODS (SECODS). Dicha Secretaría asumirá plenas competencias en materia de 

cooperación internacional para impulsar los ODS, en particular en acción 

humanitaria, y requerirá de la concurrencia de los Ministerios de Transición 

Ecológica, Economía y Asuntos Exteriores en su diseño estratégico y líneas de 

actuación. La SECODS debe guiar las estrategias de cooperación bilateral y 

multilateral de España para alcanzar los ODS. 

En caso de mantenerse una estructura de mayor continuidad a la que proponemos, 

deberá crearse una Secretaría de Estado que se haga cargo de la cooperación en 

exclusiva dentro del MAEC, que podría llevar ese mismo nombre, aunque el hecho 

de atarse a uno solo de los ministerios competentes en la materia tiene claras 

desventajas en este nuevo escenario. Resultaría difícil de entender que la 

cooperación internacional se mantenga integrada en una Secretaría de Estado que 

aborda relaciones bilaterables tan sensibles como las de Iberoamérica.  

Por debajo de la SECODS, es preciso implantar un modelo de “grupo de 

empresas” interdependientes y con un “Consejo Ejecutivo” único que guíe 

todas sus operaciones. El sentido de una estructura más diversificada en lugar de 

más centralizada, es poder servirse de las diferentes capacidades y opciones de 

funcionamiento con el que cuentan cada uno de las entidades existentes para 

impulsar de forma ágil iniciativas innovadoras y diversas líneas de actuación, pero 

asegurando una dirección y un sistema de reporte único. Las conocidas rigideces a 

que vive sometida la AECID, que deben abordarse y superarse para conseguir un 

funcionamiento efectivo que reduzca su carga burocrática y administrativa, la 

invalidan como opción para absorber y reunir el conjunto de tareas que realizan 

otras entidades y fundaciones.  

Dicho grupo de empresas podría estructurarse como sigue: 

Una AECID como organismo central, concentrando el mayor volumen de gestión, 

propietaria de una red de oficinas en el exterior y que funcionará como la sede y 
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oficina del grupo de entidades. La Agencia estaría enfocada en las operaciones de 

cooperación bilateral y subvenciones de estado, y en la generación y gestión de 

estrategias, convenios y acciones en colaboración con ONGDs y otros actores. 

Contará con una nueva área y programa de “cooperación triangular y Sur – Sur”. 

Asimismo, será la sede de la oficina de gestión e intercambio de conocimiento de la 

cooperación española. Los obstáculos administrativos hacen imperativo que se 

realicen modificaciones no solo a la ley de cooperación internacional, sino también 

a un conjunto de normativas reguladoras para la gestión de subvenciones para 

asegurar su efectividad. La carga propia, y la que impone a entidades 

subvencionadas como las ONGDs, es un lastre para el impacto de la cooperación 

española. 

La actual DGPOLDES debe continuar con su posición como órgano encargado de 

establecer las políticas de desarrollo del Gobierno español en espacios 

internacionales y la UE, de la elaboración de planes de largo plazo, de la evaluación, 

y como titular del policy de España en el conjunto de organismos no financieros, 

manteniéndose plenamente conectado con los otros Ministerios competentes en 

funciones clave de la cooperación internacional. La DGPOLDES deberá aunar las 

posiciones entre esos ministerios para formular propuestas estratégicas que 

incorporen los pareceres y prioridades de esos diferentes actores.   

La FIIAPP será un organismo especializado en la gestión de la cooperación 

delegada, acogerá equipos temáticos especializados en cooperación y asistencia 

técnica, siendo la ejecutora de dichas acciones. Será, asimismo, la entidad al cargo 

de la puesta en marcha de proyectos innovadores y alianzas piloto multiactor, 

valiéndose de su mayor flexibilidad instrumental, de la experiencia recorrida, y 

respondiendo a un mandato integrado. El reto de una mayor convergencia en la 

agenda 2030 con el sector privado es importante, y establecer canales para que se 

materialice es esencial. 

La Fundación Carolina, además de una plataforma especializada en becas, podría 

asumir un papel destacado como centro de estudios especializado en desarrollo y 

cooperación –más allá de América Latina- al servicio del sistema español de 

cooperación, compuesto por los diferentes ministerios partícipes.  
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Al margen de las entidades propias del sistema de cooperación, es importante 

contemplar, por su relevancia y protagonismo, a: 

El ministerio de Economía y Empresa, que define desde su SE de Economía y 

empresa las contribuciones a organismos y fondos multilaterales financieros, fijando 

la posición de España en dichos organismos y fondos. Una posición que debe 

formar parte de las políticas multilaterales del Gobierno español en una política 

integrada. Para muchos países en desarrollo es tanto más importante lo que se 

acuerda y define en los Organismos financieros como en los no financieros. El 

Tesoro tiene también plenas competencias en lo que a tratamiento y gestión de la 

deuda externa se refiere, una cuestión llamada a tener un protagonismo mucho 

mayor en el período que ahora empieza. Así como en las iniciativas para combatir 

el comportamiento de los paraísos fiscales.  

COFIDES en la actualidad tiene el encargo de realizar y supervisar el análisis de 

operaciones de cooperación financiera en el marco de la AOD por cuenta de la 

oficina del Fonprode en la AECID. Este sistema se ha mostrado poco efectivo, pues 

no permite servirse de la autonomía operativa de COFIDES para evitar el conjunto 

de trabas burocráticas en la formulación de iniciativas de cooperación financiera de 

Fonprode, manteniendo dividido el equipo especializado en la supervisión en 

materia de desarrollo y estructuración de operaciones.  

La oficina del FONPRODE reúne las atribuciones en la actualidad para la gestión 

directa de la cartera de la cooperación financiera dentro de la AECID, pero se 

enfrenta a tremendos obstáculos para poder completar operaciones, quedando su 

presupuesto regularmente infraejecutado por razones que no cabe atribuir a la 

oficina sino a un entorno muy poco facilitador y a una presupuestación 

deliberadamente exagerada.  

Por las consideraciones anteriores, parece razonable que los diálogos ya iniciados 

para la hipotética creación de un Banco Español de Desarrollo (BANDES) se 

culminen en la etapa actual. La creación de la citada institución –o instrumento 

único, en su versión más limitada- debe asegurar tanto la rapidez y operatividad 

financiera con que a día de hoy no se cuenta, como la confianza de todas las 

entidades públicas implicadas y contar con un elevado estándar de transparencia y 

plena capacidad ejecutiva. Será un proceso delicado y laborioso, similar al que han 

recorrido otras entidades para asegurar el balance adecuado entre objetivos 

financieros y sociales, expertise en desarrollo y en estructuración financiera y 

análisis de riesgos, pero situará a España en menor desventaja con otros actores y 
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donantes y completará un ámbito de relevancia que va más allá de la AOD al 

conectarse con otros flujos de financiación del desarrollo. 

La futura entidad debería recibir una inyección de capital para el impulso a sus 

operaciones, y contar con un presupuesto anual mucho más reducido que el actual 

FONPRODE en forma de donaciones, que permita acompañar sus operaciones con 

estudios, mecanismos de blending o financiación para la entrada de entidades de la 

sociedad difícil en los programas, o conexiones con programas de AECID o FIIAPP. 

España debe ponerse al día en este campo: las bases están sentadas pero el 

movimiento no acaba de producirse.      

4. Estrategias y orientaciones para la acción. 

I. Acción humanitaria y el control del comercio de armas 

Ya hemos señalado que las necesidades humanitarias se han más que 

triplicado en una década: ello es en sí mismo, una razón de muchísimo peso 

para defender un papel mucho más fuerte de España en los diferentes ámbitos 

de la acción humanitaria, razón por la cual esta es la primera propuesta dentro 

de las estrategias de acción que planteamos.  

España ha sido una defensora de la agenda de Mujeres, Paz y Seguridad 

desde su presencia temporal en el Consejo de Seguridad de las NNUU. Y ese 

abordaje debe estar presente en la forma en que se tratan la respuesta, la 

prevención y el diálogo para prevenir los conflictos o encontrar soluciones: las 

mujeres deben ser protagonistas de la construcción de la paz, no sólo víctimas 

en los conflictos.   

España debe promover de manera activa la participación de las mujeres en las 

negociaciones de paz e incrementar los fondos para la prevención y protección 

de las mujeres a través del fondo Call to Action para la protección de la violencia 

sexual en emergencias. Para poder hacer efectiva esta agenda, España debe 

hacer uso de su asiento en el Consejo de Derechos Humanos para visibilizar 

el rol de la mujer como contribuyente clave en la construcción de paz. Es clave 

que la apuesta por esta agenda sea a largo plazo ya que la base de su éxito, 

la equidad de género, solo se logra con la transformación social de varias 

generaciones. 

Los conflictos prolongados que dan lugar a crisis humanitarias de evolución 

lenta se han consolidado en el continente africano. La agenda humanitaria está 
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hoy infradotada, y de su abordaje depende la vida de millones de personas que 

parecen abocadas a continuar viviendo en campos de refugiados. España 

perdió su perfil como actor humanitario, que ahora debe recuperar potenciando 

una estrategia activa y una presencia como contribuyente en las principales 

crisis alineadas con sus prioridades geográficas y con el enfoque mencionado.  

Los conflictos más visibles y de mayor impacto están en Siria y Yemen, pero la 

República centroafricana, Chad o el Norte de Nigeria siguen presentes. Y las 

amenazas parecen ir en aumento en la región del Sahel y África Occidental. 

Este conjunto de situaciones plantea a España activar un trabajo en materia de 

cooperación en una doble dirección: en primer lugar, trabajar para atender a 

las personas forzadas a desplazarse o que han debido establecer una vida 

llena de límites y sin un horizonte claro en diferentes lugares. En segundo lugar, 

España debe también ser una voz y un agente activo en la promoción de la paz 

y del diálogo para la resolución o atenuación de los conflictos, con el foco 

mencionado en el papel de la mujer. Dentro del grupo de países europeos, la 

reputación española como partícipe en el abordaje de conflictos, circunscrita 

en mayor medida al Norte de África y a Oriente Medio tiene tracción. Y debe, a 

la vista de las circunstancias, crecer. 

También Centroamérica –en particular Guatemala, Honduras, El Salvador y 

Nicaragua- vive conflictos sociales profundos o situaciones de violencia 

también resultantes en falta de oportunidades y movilidad forzosa. Venezuela 

es en este sentido, un caso paradigmático: en 2018 fue el segundo país del 

mundo con mayor número de personas desplazadas fuera de sus fronteras, 

según ACNUR. La atención a personas desplazadas es una necesidad 

invisibilizada por otras muchas, y la protección a las personas es esencial.  

Como ya se ha señalado, consideramos que una acción humanitaria de mucho 

más peso es esencial como contribución de España a prevenir y paliar crisis 

potenciales, así como para responder a emergencias súbitas generadas por el 

cambio climático u otras circunstancias. En la actualidad la ayuda humanitaria 

es una de las partes más incomprensiblemente castigadas, especialmente 

habida cuenta de que como ya se ha señalado las necesidades aumentan.  

En este campo, como en algunos otros, sin una inversión adicional sustancial 

España simplemente no podría actuar en la respuesta a crisis súbitas, y no 

podría invertir en prevención de riesgos o fortalecimiento de los sistemas 



 

35 

 

locales de respuesta, dos líneas clave para que en una década la respuesta 

sea liderada por los países receptores.  

Un ejemplo: la oficina humanitaria de la AECID cuenta con un presupuesto total 

para operar en América Latina de 3M€ en todo el año 2019. Con el éxodo 

venezolano y nicaragüense en marcha, la movilidad humana en Centroamérica, 

y todo ello sin mencionar el próximo inicio de la temporada de huracanes en el 

Caribe. La situación no es muy distinta en otros campos, limitando 

absolutamente las posibilidades de acción. 

La acción humanitaria de mañana debe asegurar recursos del 10% de la AOD 

para dichas prioridades humanitarias. Asignando recursos suficientes por 

regiones e invirtiendo especialmente en la reducción de riesgo de desastres. 

Una participación en varios de los contextos humanitarios más difíciles con 

recursos proporcionales a su riqueza es obligado –Siria, Yemen, Sudán del Sur, 

Norte de Nigeria… Y como ya hemos señalado, impulsando estrategias que 

defiendan la situación de las mujeres en situaciones de conflicto, y participando 

activamente en la búsqueda de soluciones, ofreciendo a dichas mujeres un 

papel protagonista en la negociación de las soluciones –con Colomba como 

ejemplo. 

Finalmente, la coherencia con las políticas y operaciones de venta de armas 

debe ser absoluta. Tanto Alemania como el Reino Unido han sido tajantes con 

la venta de armas a Arabia Saudí: es inaceptable mientras el conflicto en 

Yemen continúe con ellas como insumo. España debe seguir ese camino: ni un 

arma a países implicados en conflictos o que tengan como destinatarios a 

población civil. Solo existe en este caso la línea recta: no hay atajos.  

II. Innovación: gestión del conocimiento, alianzas multiactor e  impulso a 

la Cooperación Triangular 

La gestión del conocimiento ha vivido momentos de impulso en el seno de la 

cooperación española, con la creación de grupos temáticos de personas 

expertas o el desarrollo de un sistema para ese fin. Sin embargo, como en 

tantos otros ámbitos, la ausencia de recursos y el limitado alcance de las 

actuaciones impidió explotar este campo. Ante una nueva etapa, parece 

conveniente que se adopte la decisión de abordar dicho sistema integrado de 

gestión del conocimiento y aprendizaje. Su uso y conexión con las actuaciones 

de otras entidades de cooperación dependerá de la capacidad y posibilidad de 
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realizar programas con un cierto grado de alcance del que extraer aprendizajes 

y utilizarlos y compartirlos en diferentes redes. 

Una de las grandes ideas que no han llegado al campo aún de las propuestas 

concretas de suficiente envergadura en el caso español, es el de las alianzas 

multiactor. Si bien es cierto que se ha hablado de su promoción desde hace 

más de una década, las experiencias son limitadas y poco sistemáticas. Sería 

muy interesante el promover un hub de creación de alianzas en el que puedan 

reunirse actores públicos y privados para germinar sus ideas y contar con 

respaldo público para arrancarlas y probarlas. El fuerte compromiso que el 

sector privado está expresando con los ODS, junto al papel reforzado de las 

ONGs, constituye un capital inicial de muchísimo valor en el impulso a dichas 

iniciativas, que deberían contribuir a amplificar el impacto, las iniciativas y la 

financiación encaminada a financiar la agenda 2030. 

Por último, en los referido a aspectos innovadores, parece el momento 

adecuado para la creación de un instrumento de cooperación triangular (ver 

anexo II). Asumir un rol de liderazgo en la materia debería constituir una 

ganancia temprana, que entre otras sirva de prueba de concepto sobre el tipo 

de cooperación que quiere impulsar España a nivel global, más horizontal, 

centrado en el aprendizaje mutuo y el desarrollo de capacidades, con 

orientación al cambio. En este sentido, establecer un ecosistema institucional 

adecuado, que incluya el diseño y puesta en marcha un instrumento financiero 

de CTr, debería ser una prioridad de corto plazo. El combate a las brechas 

identificadas en la lógica del “desarrollo en transición”, asegurar procedimientos 

claros y sencillos de trabajo conjunto e integrar la agenda de mujeres, paz y 

derechos humanos como parte del instrumento –y un piloto con Colombia se 

antoja una gran oportunidad- son algunas pistas para arrancar lo que debiera 

ser un nuevo instrumento muy prometedor. 

III. Abordajes diferenciados para países de renta media y renta baja 

España tiene una reconocida trayectoria de trabajo en América Latina y en su 

relación con países de renta media –que son mayoría en la región, a pesar de 

la heterogeneidad entre ellos. El trabajo en países con un amplio acceso a 

financiación con la que realizar la mayor parte de sus actuaciones, es un 

entorno muy diferente. El concepto de “desarrollo en transición”, promovido por 

la Unión Europea, el Centro de Desarrollo de la OCDE, la CEPAL y varios 

países latinoamericanos, está volviendo a plantear viejos dilemas para la 
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acción con países emergentes o de renta media, que esconden detrás del dato 

anual del PIB per cápita creciente, enormes desigualdades y brechas. La 

trampa de la desigualdad y otras trampas asociadas a esos países está 

suficientemente descrita, y la afectación en términos de vulnerabilidad, calidad 

democrática y capacidad redistributiva son aspectos críticos sobre los que 

incidir.  

Una agenda de trabajo conjunta que aborde las cuestiones de la calidad 

democrática e institucional, el apoyo a reformas fiscales para aumentar la 

movilización de recursos domésticos (DRM) y public financial management 

(PFM) parecen adecuados. La cooperación triangular sería, en este sentido, 

una herramienta privilegiada. En este campo el mix de conocimiento y 

habilidades de la cooperación bilateral, multilateral y financiera pueden tener 

cabida, como han demostrado agencias como la AFD francesa. A pesar de lo 

anterior, la persistencia de la pobreza y de aspectos más crudos como la 

propiedad de la tierra o la violencia contra las mujeres hacen importante el 

trabajo con organizaciones sociales focalizadas en proyectos y programas 

cercanos a la realidad de injusticia, pobreza y exclusión. También son 

esenciales iniciativas de investigación e incidencia pública para aflorar las 

injusticias detectadas y elevar el debate público para conducir a cambios. 

Un abordaje muy diferente es el necesario para trabajar con países de ingresos 

bajos, con baja capacidad fiscal –e indudables dificultades para su crecimiento. 

En este caso el componente de contribución financiera debe ser prioritario; el 

trabajo focalizado en sectores básicos de educación y salud, el establecimiento 

de canales de financiación de largo plazo tanto bilaterales como multilaterales, 

y el potenciar una agenda centrada en promover oportunidades de desarrollo 

económico en lugar de plantear el freno a las migraciones a toda costa deben 

estar muy presentes. Tendríamos sobre la mesa un agenda “más africana” –

con un foco subregional en África Occidental- con un componente humanitario 

significativo y casi enteramente financiado mediante donaciones o 

contribuciones altamente concesionales. En este sentido la contribución a la 

financiación de la IDA 19 del Banco Mundial (2019 replenishment) aparece 

como una operación clave de financiación e influencia. Lo mismo sucede con 

la búsqueda de soluciones a la crisis de sobreendeudamiento a la que se 

acerca la región, que requerirá soluciones de mayor financiación a largo plazo.  
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IV. Enfoques subregionales diferenciados 

Si tradicionalmente han sido 4 subregiones las que han copado la mayor parte 

de los recursos de la cooperación –aunque el elevado grado de dispersión se 

ha mantenido vigente- no contemplamos que sean necesarios grandes 

cambios, si bien sí es necesario abordar nuevos enfoques en las diferentes 

regiones.  

Manteniendo su peso en América Latina, una región que atraviesa un ciclo de 

alta conflictividad social y política, una elevada fragilidad de la democracia y las 

libertades, y nuevas crisis humanitarias, derivadas de movimientos migratorios 

masivos, es necesario que España aumente su contribución, tanto bilateral 

como multilateral al continente africano y los países de ingresos más bajos –

con un foco claro en África Occidental. La mayor parte de los retos sistémicos 

residen en dicho continente y no puede obviarse que el grueso de las grandes 

cuestiones en juego lo están en África Subsahariana, como ya hemos 

argumentado. 

Centroamérica y Caribe tiene un perfil y unas connotaciones diferenciadas de 

la región andina, las dos subregiones socias de la cooperación española en el 

continente americano. Los problemas de seguridad y el debilitamiento del 

estado de derecho, los impactos de los desastres naturales agravados por el 

efecto del cambio climático, la situación de los derechos de las mujeres o la 

situación de frágil gobernabilidad son centrales en dicha subregión. Mientras 

tanto, en la región andina, se repite el reto de la situación de las mujeres, pero 

son más importantes la lucha contra la desigualdad que requiere abordajes 

sobre fiscalidad, redistribución o propiedad de la tierra, la cooperación técnica 

y el intercambio de conocimiento, o el avance en diálogos para solucionar 

conflictos o promover la paz. La emergencia humanitaria alrededor de la crisis 

venezolana es un elemento importante, asimismo. 

Al mirar al continente africano, de nuevo la igualdad de género y los derechos 

de las mujeres cruzan las dos subregiones principales. Pero en el caso de 

Oriente medio y Norte de Africa, las cuestiones de gobernabilidad y fiscalidad 

tienen un mayor peso, al igual que las consecuencias humanitarias de la crisis 

de Siria e Irak. En África Occidental, con niveles más intensos de pobreza, la 

inversión directa en políticas públicas clave, el combate al cambio climático y 
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sus efectos y la promoción de la resiliencia son esenciales. Los problemas de 

seguridad están generando nuevas amenazas y presionando al alza el 

desplazamiento forzoso. Cruza ambas regiones un abordaje humanizado y 

protector de los derechos de los cientos de miles de personas que se ven 

obligadas a desplazarse dentro de las fronteras de su país o fuera de las 

mismas.  

V. Una acción decidida contra las desigualdades y por la justicia de 

género 

Las desigualdades económicas y de género están en la raíz de muchas de las 

dinámicas que es difícil romper para encaminarse hacia los ODS. Hoy por hoy 

no es posible, tampoco, pensar en acabar con la pobreza sin enfrentar las 

brechas democráticas, de desigualdad, conocimiento y productividad que 

enfrentan muchos países al interior de sus fronteras, pese a que su renta per 

cápita siga creciendo.  

Un reciente informe del Banco Mundial señala que una reducción de 1% en la 

desigualdad tiene un mayor impacto sobre la pobreza que un aumento 

equivalente del crecimiento económico. Dentro del combate a la desigualdad, 

la movilización de recursos domésticos (DRM) se ha identificado como 

factor clave, y es esencial el apoyo a los esfuerzos de los países, tanto desde 

el apoyo a las reformas para mejorar la recaudación y la gestión financiera, 

como en el impulso a avances de amplio alcance contra la elusión y evasión 

fiscales. La AOD y la Cooperación Triangular dirigida a este fin tiene el doble 

dividendo de multiplicar su impacto al crear nuevo espacio fiscal, abriendo la 

puerta a más recursos públicos.  Del mismo modo, para el combate contra la 

desigualdad, la cooperación orientada a aumentar y mejorar las inversiones 

en sistemas públicos, universales y gratuitos de salud y educación, se ha 

probado como una de las estrategias de mayor impacto y más largo recorrido. 

En este ámbito y pese al repliegue por parte de algunos actores importantes, 

el apoyo presupuestario debería volver a ser el instrumento prioritario para un 

selectivo grupo de países, contando con la Comisión Europea como principal 

aliada. 

Del mismo modo, es imperativo que España tenga un papel activo en las 

iniciativas que promueven la justicia de género y que, en particular, una sus 

esfuerzos a los de otros donantes como Canadá para otorgar financiación de 

http://documents.worldbank.org/curated/en/328651559243659214/pdf/How-Much-Does-Reducing-Inequality-Matter-for-Global-Poverty.pdf
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largo plazo para la formación y sostenimiento de organizaciones de mujeres, 

auténtico pilar de las transformación social en la actualidad. 

Es muy importante que un país como España, en el que hay una alta conciencia 

de la importancia de la sostenibilidad, y en el que también hay una profunda 

huella dejada por la desigualdad, asuma un papel de voz líder en materia de 

acción para el combate a la desigualdad, en torno al ODS 10. La Asamblea 

General de Naciones Unidas de este año, en que se evalúan los avances en 

ese campo, es un momento de especial relevancia para visibilizarlo. Luchas 

contra la desigualdad, sostenibilidad y justicia de género deben permear todas 

las iniciativas impulsadas por España. 

VI. Alianza estratégica con las ONGDs y defensa del espacio de la 

sociedad civil. 

Proteger el “espacio seguro para operar” de la sociedad civil se está 

convirtiendo en una prioridad de primer orden a escala planetaria. La 

cooperación internacional debe erigirse en defensora a ultranza de la voz y el 

papel de la sociedad civil, como forma de defender la buena gobernanza, la 

calidad democrática y la rendición de cuentas de actores públicos y privados. 

Proteger dicho espacio, promover y defender estándares altos de transparencia 

y vigilancia en el debate sobre la acción de Gobiernos y actores privados, y 

proteger y apoyar de forma sostenida el trabajo de la sociedad civil son 

respuestas indispensables en esta nueva fase. Su papel es insustituible. 

La protección de estos espacios de la sociedad civil también pasa por el 

impulso a movimientos de cambio social, por aprovechar el potencial de las 

redes sociales para conectar ciudadanía activa alrededor de procesos de 

cambio, por innovar para transformar. La agenda de cambio social no sólo 

puede fundamentarse en las amenazas crecientes que enfrenta, sino 

aprovechar las formas contemporáneas de activismo y cambio social. 

España debería promover acuerdos de cooperación que incorporen cláusulas 

para la protección de los derechos humanos, destinar recursos a fortalecer a 

las organizaciones y utilizar su fuerza diplomática en defensa de las entidades 

de la sociedad civil y personas que defienden los derechos humanos y el 

medioambiente cuando son perseguidas. El caso de Colombia y el 

hostigamiento y asesinato de sus lideresas y líderes sociales, que ha 

aumentado tras el proceso de paz debería ser un foco de atención inmediata. 
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La coordinadora de ONGD plantea las siguientes líneas de acción para avanzar 

en la creación de un entorno facilitador para la sociedad civil: 

 Definir una estrategia de colaboración con la sociedad civil de cara a la 

implementación de la Agenda 2030, especialmente en su dimensión 

internacional de impulso de la sostenibilidad y lo derechos en el mundo. 

 

 Revisar el marco legal, normativo y de financiación buscando avanzar en 

eficacia y en generación de capacidades, innovación y alianzas de la 

sociedad civil.  

 Mejorar los mecanismos de participación en los consejos, consultas, 

participación en cumbres internacionales y acceso a información.  

 Hacer efectivo el derecho de acceso a los medios de comunicación públicos.  

 Respectar los espacios de autogestión y participación de la ciudadanía, 

facilitar el acceso al espacio público para una actividad ciudadana diversa, 

cívica y pacífica.  

 Reconocer el derecho de acceso a la información como un derecho 

fundamental y establecer el carácter orgánico de la ley. 

 Regular los lobbies y los grupos de interés según estándares internacionales 

de tal forma que se establezcan reglas del juego justas y proporcionales para 

todos los actores. 

 Derogar la LO 4/2015 de Protección de la Seguridad Ciudadana e 

implementar una legislación que garantice el libre ejercicio de los derechos 

fundamentales y libertades públicas de toda la ciudadanía.  
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3.3. Coherencia de políticas y financiación más allá de la ayuda. 

La cooperación para el desarrollo excede los límites de la AOD, y hay otras muchas 

políticas dentro del ámbito de lo público con efectos sobre los países en desarrollo. 

En el informe en su conjunto hemos abordado tanto las políticas de AOD como 

algunas otras que exceden ese ámbito, como el comercio de armas. Señalamos a 

continuación los ámbitos en los que la acción del Gobierno y otros actores tendrá 

un efecto más importante sobre el cumplimiento de la agenda 2030 en los países 

en desarrollo: 

 Energías renovables y alternativas y economía verde. España fue en su 

momento una potencia mundial en energías renovables y, dentro de los países 

más avanzados, reúne las condiciones para tener una influencia importante más 

allá de nuestras fronteras. El avance de la investigación y la inversión y el 

desarrollo de dichas energías debería ser un ámbito de cooperación con países 

en desarrollo que posiblemente exceda la AOD. El desarrollo de tecnologías 

limpias para la generación de agua potable forma parte, también de ese ámbito, 

y toda la investigación sobre reciclaje y reutilización de residuos. Son campos 

en los que el avance de España generará un beneficio global, pero es posible 

conectarlo también, a través de redes de conocimiento a iniciativas en países 

en desarrollo. En el lado contrario, el avance en la reducción drástica de 

emisiones de CO2 no sólo es importante para mejorar la salud y el entorno para 

la población española, sino que lo es igualmente para los países en desarrollo, 

y su promoción debe ser vigilada adecuadamente. El cumplimiento de la 

reducción de emisiones es un compromiso con la ciudadanía española, con la 

UE y también debe serlo con los países en desarrollo. 

 Fiscalidad internacional. Este es, seguramente el asunto más difícil de 

manejar para el Gobierno español, dado que algunas compañías de capital 

español con fuerte presencia global cuentan con una presencia no justificable 

por su actividad económica en territorios considerados paraísos fiscales. La 

insuficiente capacidad recaudatoria compartida por la gran mayoría de países 

en desarrollo tiene que ver en gran medida con la fuga de recursos hacia 

paraísos fiscales, un problema que como el propio FMI reconoce, golpea con 

mayor desproporción a los países en desarrollo. Sin embargo, combatir esa 

realidad, requiere de una voluntad política por generar consensos basados en 
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principios de multilateralidad y cooperación. La reforma del sistema fiscal 

internacional ha venido sin embargo avanzando a pasos demasiado lentos, 

liderada por la OCDE bajo mandato del G20. Sin embargo, el nuevo proceso 

BEPS que ahora se ha activado podría ser un paso histórico en la buena 

dirección, es decir acabar con la competencia fiscal agresiva y elevar la 

contribución fiscal de grandes corporaciones especialmente en los países en 

desarrollo. Ahora, queda por ver si el conjunto de la comunidad internacional 

está dispuesta a replantear los fundamentos de este sistema para que recupere 

mayor justicia y equidad para los países en desarrollo. España puede y debe ser 

parte activa en las soluciones en este campo. 

 

 Inversión, financiación del desarrollo y deuda externa. La financiación por 

los canales institucionales oficiales forma parte del sistema que se ha abordado 

en este informe. Pero no así otros instrumentos de fomento de la 

internacionalización (como el FIEM o los seguros de crédito a la exportación por 

cuenta del estado); asegurar elevados estándares laborales, ambientales, de 

derechos humanos y de igualdad de género en todas las operaciones que 

financia el estado español es fundamental. Asimismo, es importante avanzar en 

el pleno cumplimiento de los derechos humanos por parte de empresas 

españolas que operan en países en desarrollo. Finalmente, la gestión de la 

deuda externa es un asunto de altísima sensibilidad, en especial para el 

continente africano. España ha estado ya en primera fila a la hora de calibrar la 

gravedad de la situación y su papel puede ser importante en la búsqueda de 

soluciones, tanto en el FMI, como en el Club de París, el G20 y otros foros de 

negociación y concertación para prevenir y mitigar posibles crisis.   
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ANEXO I: SOCIEDAD CIVIL: ACTOR CLAVE PARA EL 
DESARROLLO SOSTENIBLE 

Por Graciela Rico, Carlos García Paret, Coordinadora Estatal de ONGD 

De cara a la próxima legislatura es urgente dejar atrás una década perdida de 

regresión del espacio cívico de participación y de recortes. Si España quiere ser un 

líder global de la agenda de sostenibilidad y de derechos es urgente generar las 

condiciones para un entorno facilitador de participación y fortalecimiento de la 

sociedad civil como agente de cambio en nuestro país, a nivel europeo y global y 

especialmente en donde hay más restricciones.  

 

ESPACIO CÍVICO PARA IMPULSAR LA AGENDA DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE 

El concepto de espacio cívico es de enorme importancia para entender las 

posibilidades de implementación de la agenda de sostenibilidad y de derechos a 

nivel global, especialmente en estos tiempos de distopía política. Está 

intrínsecamente vinculado a la calidad democrática de los países y se refiere a la 

capacidad de la ciudadanía de expresarse, organizarse y actuar pacíficamente en 

la vida democrática. La carencia de un espacio democrático de calidad y de una 

ciudadanía empoderada y activa compromete los resultados de la Agenda 2030. 

Como reflexionaba recientemente Kumi Nadoo – presidente de Amnistía 

Internacional – grandes asuntos que están hoy en día en pauta política – cambio 

climático, feminismos, desigualdades, pacifismo, consumo responsable, respeto a 

la diversidad, etc. – fueron anticipados por la sociedad civil hace décadas. Si 

queremos impulsar el cambio en la urgencia y centralidad necesario la sociedad civil 

es una palanca imprescindible.  

¿Cómo avanza el espacio cívico a nivel global? La organización Cívicus señalaba 

en su informe global de 2018 que el 82% de la humanidad vive en países donde el 

espacio cívico está cerrado, reprimido u obstruido. Esto se traduce en detención de 

activistas, ataques a periodistas, censura, intimidación, restricciones burocráticas y 

legales a la participación ciudadana, etc. Las víctimas fundamentales de esta 

situación, según el informe, son mujeres, personas trabajadoras y migrantes, grupos 

LGTBIQ, ecologistas y pueblos indígenas. La punta del iceberg son los 431 

asesinatos de defensoras y defensores de derechos humanos, periodistas, 

https://monitor.civicus.org/SOCS2018/
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trabajadores entre 2017 y 2018 (datos ONU). Amnistía Internacional alertaba de las 

consecuencias perniciosas del triángulo regresión de espacio cívico, violación de 

derechos humanos y medidas de austeridad. En el lado de los buenos alumnos, 

solo el 4% de la población vive en países donde los gobiernos respetan 

adecuadamente el espacio cívico – España, por culpa de la ley mordaza y los 

recortes no está entre ellos –.  

El debate sobre cómo generar entornos facilitadores y consolidar un espacio cívico 

dinámico ha dejado de ser una preocupación exclusiva de la sociedad civil y 

empieza a caminar en la agenda política. El Comité de Ayuda al Desarrollo de la 

OCDE celebró en junio de este año la Conferencia Internacional sobre el Espacio 

Cívico y a final de año generará un documento guía para los estados miembros. En 

el próximo Foro Político de Alto Nivel a nivel de Naciones Unidas, en la que los ODS 

16 y 17 – que incorporan este tema – serán parte de la revisión –. También la Unión 

Europea en su próxima Agenda Estratégica 2019/2024 se compromete a defender 

los derechos fundamentales y libertades ciudadanas firmados en sus tratados. Son 

debates incipientes sobre una realidad que necesita de respuestas.  

LA COOPERACIÓN COMO HERRAMIENTA PARA LA DEMOCRACIA Y EL 
DESARROLLO SOSTENIBLE 

Muchos actores perciben el enorme potencial que tiene el fomento de procesos de 

empoderamiento ciudadano – especialmente de las mujeres y los jóvenes –, 

participación y diálogo político, protección, defensa y promoción de derechos en los 

entornos más hostiles, sensibilización y educación para la ciudadanía global, 

campañas de concienciación, estudios especializados, vigilancia ciudadana, 

fortalecimiento institucional de organizaciones, etc. En el último informe del sector 

de cooperación elaborado por Coordinadora se da cuenta de una realidad amplia 

de organizaciones con enorme capilaridad y presencia en la sociedad y en los 

países de intervención. Un sector que mueve 600 millones de euros, 8.000 

profesionales y 20.000 voluntarios que trabajan en 105 países y cuya actividad 

beneficia a 35 millones de personas. A la luz de estos datos, ¿Cómo potenciar el 

trabajo de este sector social en su contribución al desarrollo sostenible y promoción 

del cambio global desde un entorno facilitador? ¿Y si – más allá del componente 

internacional – este entorno se aplicara también a otros sectores y actores 

estratégicos llamados a participar del Desarrollo Sostenible?  

 

https://crm.es.amnesty.org/sites/default/files/civicrm/persist/contribute/files/Informeanual2018air201718-spanish%20web.pdf
https://informe2017.coordinadoraongd.org/reportaje-visual-de-datos/
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Para que esto ocurra se necesita una mayor visión y sensibilidad de los líderes 

políticos y responsables de la administración. Sin embargo, permanece una imagen 

burocratizada de las organizaciones – de gestores de subvenciones y de defensa 

de privilegios – que no consigue ver la necesidad y el potencial que hay en facilitar 

el papel de la sociedad civil. Pero para ello se necesita definir qué se está dispuesto 

a hacer en esta cuestión y con qué instrumentos y recursos. En los dos últimos 

exámenes de pares, el CAD le ha tirado de las orejas a los gobiernos de turno 

señalando la falta de una estrategia específica de colaboración con las 

organizaciones de la sociedad civil y la burocratización que existe de la relación. 

Según el CAD, hay 14 países de la comunidad de donantes donde este tipo de 

estrategias están ya definidas. España está en el grupo de los 4 países con un 

compromiso de elaborarla en los próximos años dentro del V Plan Director.  

AOD Y SOCIEDAD CIVIL ORGANIZADA 

Hablar de entornos facilitadores y del papel de las organizaciones de cooperación 

significa también hablar de recursos. Según los últimos datos del CAD, las 

organizaciones de la sociedad civil (OSC) gestionaban en 2017 un 15% del total de 

la AOD bilateral mundial por un valor de 20.000 millones de dólares. Además, 

movilizan recursos privados por el total de 42.000 millones de dólares, lo que supone 

el equivalente a un 30% de toda la ayuda bilateral de los países.  

El propio CAD en su análisis y estadísticas diferencia dos tipos de roles para las 

OSC, uno como agentes de desarrollo de propio derecho con sus estrategias y 

acción institucional, y otro como implementadores de proyectos y programas dentro 

de la política oficial de cooperación.  

A modo de evolución, mientras en el conjunto de los países CAD las ayudas a la sociedad 

civil se incrementaban en un 15% entre 2010 y 2017, en España ha habido un recorte del 

40%. Además, la recuperación de los últimos dos años se ha centrado en los recursos 

destinados a ayuda a refugiados dentro de nuestras fronteras, generando una anomalía 

– puesto que para el conjunto de países CAD ésta es la última prioridad – y que supone 

un desvío de recursos de cooperación que deberían destinarse a luchar contra la pobreza 

y desigualdad en los países donde más se necesita.  

Por último, llama la atención que la inmensa mayoría de ayudas en España se centren 

en acentuar el rol de las ONGD como implementadoras de acciones de desarrollo. Solo 

un irrisorio 0,2% de los recursos se destina a apoyar a la sociedad civil como actor 

específico de desarrollo, frente al 15% de la media de los países CAD.  

https://coordinadoraongd.org/2016/03/dice-informe-del-cad-la-cooperacion-espanola-2/
https://www.oecd.org/dac/financing-sustainable-development/development-finance-topics/Aid-for-CSOs-2019.pdf
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Por tanto, y de cara a la próxima legislatura, tenemos la responsabilidad de generar, 

desde la coherencia de políticas y en el marco de la Agenda 2030, un entorno 

facilitador – con objetivos, roles, instrumentos, recursos definidos – que permita a la 

sociedad civil desarrollar su pleno potencial para ser palanca de impulso de la 

sostenibilidad y los derechos en los países de cooperación y en España. Como 

señala la declaración de Belgrado de este año “la sociedad civil está totalmente 

comprometida con el logro de los ODS. Sin embargo, nuestros esfuerzos serán en 

vano si no contamos con nuevas medidas y acciones a nivel local, nacional, regional 

y global para revertir las tendencias que están reduciendo y cerrando los espacios 

cívicos”.  

Datos en España 

 
 

 

Datos de los países del CAD 

 

 

 

https://gcap.global/wp-content/uploads/2019/04/Spanish-April-Action-Agenda.pdf
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Propuestas para avanzar en un entorno facilitador de la sociedad civil:  

 Definir una estrategia de colaboración con la sociedad civil de cara a la 

implementación de la Agenda 2030, especialmente en su dimensión 

internacional de impulso de la sostenibilidad y lo derechos en el mundo.  

 Revisar el marco legal, normativo y de financiación buscando avanzar en 

eficacia y en generación de capacidades, innovación y alianzas de la 

sociedad civil.  

 Mejorar los mecanismos de participación en los consejos, consultas, 

participación en cumbres internacionales y acceso a información.  

 Hacer efectivo el derecho de acceso a los medios de comunicación públicos.  

 Respectar los espacios de autogestión y participación de la ciudadanía, 

facilitar el acceso al espacio público para una actividad ciudadana diversa, 

cívica y pacífica.  

 Reconocer el derecho de acceso a la información como un derecho 

fundamental y establecer el carácter orgánico de la ley. 

 Regular los lobbies y los grupos de interés según estándares internacionales 

de tal forma que se establezcan reglas del juego justas y proporcionales para 

todos los actores. 

 Derogar la LO 4/2015 de Protección de la Seguridad Ciudadana e 

implementar una legislación que garantice el libre ejercicio de los derechos 

fundamentales y libertades públicas de toda la ciudadanía. 
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ANEXO II: COOPERACIÓN TRIANGULAR, UNA APUESTA 
SEGURA PARA DIVERSIFICAR LA ESTRATEGIA DE LA 
COOPERACIÓN ESPAÑOLA.  

Por Enrique Maruri Londoño, Oxfam Intermón 

1. Lo que nos dejó el BAPA+40 

Tuvieron que trascurrir 40 años para la realización de la Segunda Conferencia de 

Alto Nivel de las Naciones Unidas para la Cooperación Sur-Sur, conocida como 

PABA+40, celebrada en marzo pasado en Buenos Aires. Y a pesar de esto, la 

reunión no parece haber despertado mayor apetito en la comunidad del desarrollo. 

Apenas comentada por algunos aquí en España, ni siquiera en la Argentina tuvo 

gran resonancia.  

La crisis general del multilateralismo, la falta de compromisos concretos y el nivel 

medio de muchas delegaciones, entre otros aspectos, pasaron factura a una 

reunión, que además toma a muchos países del denominado “Sur” en condiciones 

económicas complejas. Es el caso del propio país anfitrión, que enfrenta problemas 

estructurales de financiamiento y periódicamente se ha visto obligado a negociar 

con el FMI nuevas líneas de crédito. 

La reunión del PABA+40, sin embargo, ha dejado algunas cosas rescatables a tener 

en cuenta en España, entre las que se destaca el posicionamiento de la 

Cooperación triangular (CTr), así como del concepto “desarrollo en transición”, para 

describir los retos de desarrollo de los países de ingreso medio, particularmente en 

América Latina y El Caribe, frente a las limitaciones evidentes de establecer 

prioridades de desarrollo y los flujos de cooperación internacional, a partir del 

obsoleto instrumento del “PIB per cápita”. Llevar a cabo estos debates en el contexto 

de Naciones Unidas es, de hecho, otra gran ganancia, pues asegura una mayor 

pluralidad de visiones, que cuando se discute en la OCDE o en la Unión Europea. 

En relación con la Cooperación Triangular, el texto del documento final del PABA+40 

señala 73 veces esta palabra, lo que muestra la relevancia adquirida en su fase de 

negociación. En particular, reconoce que “la cooperación Sur-Sur y la cooperación 

triangular contribuyen a implementar la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible 

y a lograr el objetivo general de erradicación de la pobreza en todas sus formas y 

dimensiones, al compartir una idea amplia del desarrollo, reflejada en los 17 

Objetivos de Desarrollo Sostenible, que conjuga las tres dimensiones del desarrollo 

sostenible: económica, social y ambiental” (https://undocs.org/es/A/CONF.235/3).  

https://undocs.org/es/A/CONF.235/3
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Además, indica que “la cooperación triangular complementa la cooperación Sur-Sur 

y le añade valor al permitir a los países en desarrollo que lo soliciten acceder a una 

mayor cantidad y variedad de recursos, conocimientos especializados y 

capacidades, que consideran necesarios para alcanzar sus objetivos nacionales de 

desarrollo y los Objetivos de Desarrollo Sostenible convenidos internacionalmente” 

(https://undocs.org/es/A/CONF.235/3).  

En la práctica, con estas referencias la CTr se consolida como una de los principales 

medios para facilitar la colaboración entre donantes tradicionales y socios de la 

Cooperación Sur-Sur. Su valor en términos económicos aún resulta marginal, pero 

en el orden político adquiere cada vez más relevancia, pues los desencuentros 

frecuentes en foros y debates internacionales, entre poderes políticos del Norte y 

del Sur, sobre la coordinación, los principios y criterios de eficacia y valor, y la 

cuantificación de la cooperación internacional que ofrecen, entre otras varias 

discrepancias, parecen encontrar una modalidad de cooperación práctica que les 

permite trabajar juntos.   

2. La Unión Europea apuesta por la CTr 

La Unión Europea, consciente de su valor político, ha reforzado su impulso a la CTr, 

sobretodo en relación con sus socios de América Latina y El Caribe. El Nuevo 

Consenso Europeo sobre Desarrollo, adoptado en 2017 por todas las instituciones 

europeas y sus estados miembros, y que sirve de marco para la implementación de 

la Agenda 2030, a partir de las nociones de asociación global, emprendimiento 

conjunto y ejecución colectiva, resalta particularmente la necesidad de un 

compromiso innovador con los países en desarrollo más avanzados. Como parte de 

este compromiso, el Consenso establece que "la UE y sus Estados miembros 

trabajarán con estos países para promover la cooperación Sur-Sur y la cooperación 

triangular, de conformidad con los principios de eficacia del desarrollo" 

(https://www.consilium.europa.eu/media/24004/european-consensus-on-

development-2-june-2017-clean_final.pdf).  

Con motivo de su asistencia a la conferencia en Argentina, el Comisario de 

Cooperación Internacional y Desarrollo, Neven Mimica, expresaba que: “la 

cooperación triangular desempeña un papel cada vez más importante en el contexto 

de los esfuerzos mundiales destinados a aplicar los Objetivos de Desarrollo 

Sostenible, por su aportación de más recursos y conocimiento especializado” 

(http://europa.eu/rapid/press-release_IP-19-1735_es.pdf). A esto se suma lo 

señalado por la Alta Representante de la UE Federica Mogherini en la reciente 

https://undocs.org/es/A/CONF.235/3
https://www.consilium.europa.eu/media/24004/european-consensus-on-development-2-june-2017-clean_final.pdf
https://www.consilium.europa.eu/media/24004/european-consensus-on-development-2-june-2017-clean_final.pdf
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comunicación conjunta sobre América Latina y El Caribe, ocurrida en abril pasado, 

donde expresaba que el compromiso de la Unión Europea “sigue siendo continuar 

cooperando con países de la región, según sus diferentes niveles de desarrollo, a 

través de asociaciones adaptadas y formas innovadoras de cooperación como la 

transferencia de conocimientos o la cooperación triangular. En este contexto, 

prestaremos especial atención a los países menos desarrollados y a los que se 

encuentran en situaciones de conflicto en las que las posibilidades de obtener 

financiación son las más bajas. Solo aunando esfuerzos podemos cumplir nuestra 

ambiciosa Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible o el Acuerdo de París” 

(http://europa.eu/rapid/press-release_IP-19-2137_es.htm) 

Son varios, entonces, los gestos políticos y diplomático que proyecta a la CTr como 

una modalidad clave del renovado marco de cooperación de la Unión Europea, 

sobre todo con América Latina y El Caribe. La apuesta por un modelo de trabajo 

más horizontal, que rompa con el modelo tradicional donante – receptor, basado en 

nuevas formas de relacionamiento y orientado a la promoción del aprendizaje mutuo 

y el intercambio de conocimiento, es muy clara y seguramente se verá reforzada en 

la definición del nuevo marco de financiamiento multianual. Además, su vinculación 

con la Agenda de los ODS le proporciona un marco de actuación globalmente 

aceptado, que cuenta con metas muy específicas. 

La apuesta por la Ctr de la Unión Europea no sólo es política. Desde 2015, en el 

marco de la Cumbre UE-CELAC, se creó un instrumento específico para el impulso 

de esta modalidad de cooperación, denominado Programa Adelante (facilidad para 

la Cooperación Triangular UE – ALAC), con una asignación inicial de 10 millones de 

euros, que construye sobre lo que ya impulsaba Eurosocial. En su primera 

convocatoria, se pusieron en marcha 8 proyectos (uno de los cuales ya culminó), 

con participación de 18 países y 54 instituciones de la región, que aún se encuentran 

en ejecución, pero que dejarán un acervo de conocimiento y aprendizajes muy 

relevante para ampliar el alcance y escala de este instrumento. Este programa, 

además, está sirviendo como una plataforma para el diálogo entre los estados 

miembros más relevantes en la CTr, como España y Alemania, y entre la UE y las 

instituciones regionales y globales de referencia, como la SEGIB, la CEPAL, la 

OCDE.  

La limitada cantidad de recursos invertidos y los escasos espacios para que 

participe la sociedad civil en esta primera convocatoria son, sin embargo, las 

grandes deudas de esta primera experiencia. Si el valor de la CTr está en la 

identificación de propuestas y soluciones adaptables para enfrentar las trampas de 

http://europa.eu/rapid/press-release_IP-19-2137_es.htm
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desarrollo que enfrentan los países, no generar oportunidades para que las 

organizaciones de la sociedad civil participen en este proceso, limita su efectividad 

y uno de sus grandes atributos, que es la diversidad. 

3. La experiencia y los aprendizajes españoles 

España no ha sido ajena al surgimiento de la Cooperación Triangular. Junto con 

Alemania, son los dos mayores impulsores en la Unión Europea. Esta modalidad de 

cooperación ha sido instrumental, no sólo para reorientar las relaciones de 

cooperación con países como México, Brasil y Chile, sino para reafirmar el respaldo 

de la cooperación con países de renta media, que ha sido una característica de la 

cooperación española de las últimas décadas. No es sorprendente, entonces, que 

el Secretario de Estado de Cooperación Española, Juan Pablo de la Iglesia, se 

refiriera en su intervención durante el PABA+40 a la Cooperación Triangular de este 

país como “precursora del ODS 17, ya que desde sus inicios viene implicando una 

asociación entre distintos actores y países con variados niveles de desarrollo, que 

realizan diferentes aportaciones y desarrollan tipos de actuación en sectores 

también diversos, conforme a distintos esquemas de colaboración”1.  

Y aunque es cierto que España ha sido pionera en el impulso a la CTr, también hay 

que reconocer que el alcance de las iniciativas impulsadas hasta la fecha es 

limitado. Ha sido un largo proceso de posicionamiento de esta modalidad, como una 

alternativa para la cooperación con países de renta media. 

Si bien desde 2002 se empezó a incorporar el término en algunas comisiones mixtas, fue 

en el II Plan Director (2005-2008) cuando se introducen referencias a los países 

preferentes y a la exploración con ellos de modelos de “cooperación paritaria y triangular” 

(http://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/Divulgaci%C3%B3n/Co 

municaci%C3%B3n/Cooperaci%C3%B3n%20Triangular%20Espa%C3%B1ola.pdf). 

Desde entonces, la incorporación del concepto en los planes directores, la adopción 

de algunas medidas administrativas, así como su inclusión en los Acuerdo de Nueva 

Generación con países de cooperación avanzada, han contribuido a posicionar el 

concepto y al desarrollo de proyectos e iniciativas específicas. Los fondos de 

cooperación triangular establecidos de manera conjunta con Chile y México, han 

sido otra fuente de aprendizaje significativa. Por su parte, “el Plan de Acción de la 

                                                

1 Palabras de Juan Pablo de la Iglesia, Secretario de Estado de la Cooperación Española, 

en su intervención en el PABA+40. 

http://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/Divulgaci%C3%B3n/Comunicaci%C3%B3n/Cooperaci%C3%B3n%20Triangular%20Espa%C3%B1ola.pdf
http://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/Divulgaci%C3%B3n/Comunicaci%C3%B3n/Cooperaci%C3%B3n%20Triangular%20Espa%C3%B1ola.pdf
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AECID (2018) ratificó el papel de la Ctr en la panoplia de instrumentos de la 

cooperación española, con la novedad de su extensión a África (Senegal) y al Norte 

de África (Marruecos), además del anuncio de nuevas iniciativas conjuntas con la 

UE” (Ayllón, 2019).  

Con todo lo anterior, de acuerdo con el Informe sobre la CSS en Iberoamérica, 

España pasó de registrar 2 proyectos en 2010, a 20 proyectos en 2016, 

convirtiéndose, junto con Alemania en uno de principales socios oferentes de la 

región (SEGIB, 2016, 2017, 2018). “Recurriendo a otras fuentes, la base de datos 

de CTR de la OCDE compila entre 2012 y 2017 un total de 45 proyectos triangulares 

de la cooperación española, con montos en su mayoría (25) inferiores a 100.000 

dólares y con un número significativo (14) entre 100.000 y 500.000 dólares. Los 

segundos oferentes socios de España en la triangulación son México (13 

proyectos), Costa Rica (11), Uruguay (5), Chile y El Salvador (4), Ecuador (2) Brasil 

y Argentina (1). Los principales socios receptores fueron Guatemala (7 proyectos), 

El Salvador (6), Bolivia (5), República Dominicana (4), Paraguay (3), Costa Rica, 

Ecuador y Nicaragua (2) Colombia, Haití, Panamá y Perú (1)” (Ayllón, 2019). 

Todo estos proyectos y avances institucionales proporcionan un marco adecuado 

para avanzar en el establecimiento de una estrategia específica, que amplíe la 

escala de la CTr y la proyecte como un instrumento clave de la cooperación 

española en el cumplimiento de la Agenda 2030.  

4. La CTr como una oportunidad para proyectar una nueva etapa de la 

cooperación española 

Si bien el gran reto de la cooperación española, bajo el renovado mandato de Pedro 

Sánchez, deberá ser el ajuste amplio y profundo del modelo institucional, 

complementado por el incremento real de los recursos de AOD que el país aporta 

anualmente, asumir un rol de liderazgo en materia de CTr debería constituir una 

ganancia temprana, que entre otras sirva de prueba de concepto sobre el tipo de 

cooperación que quiere impulsar España a nivel global, más horizontal, centrado en 

el aprendizaje mutuo y el desarrollo de capacidades, con orientación al cambio.  

En este sentido, establecer un ecosistema institucional adecuado, que incluya el 

diseño y puesta en marcha un instrumento financiero de CTr, debería ser una 

prioridad mayor de corto plazo. Más allá de incorporar el asunto en los planes 

directores y de nuevas experiencias e iniciativas concretas, se requiere con urgencia 

el diseño y puesta en marcha de un mecanismo que le otorgue al país las 
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herramientas, capacidades y recursos necesarios para escalar las iniciativas y 

ampliar el universo de alianzas, que es a través de los cuales se estructuran los 

proyectos de Cooperación Triangular. 

El diseño de un instrumento de este tipo debería estar en capacidad de recoger y 

adaptar aprendizajes derivados de la implementación de iniciativas de otros socios, 

como el programa Adelante de la Unión Europea, o como la del gobierno alemán, 

que cuenta con el Fondo Regional para la Cooperación Triangular en América 

Latina y el Caribe, el Fondo Trilateral de Cooperación en Suráfrica, y programas con 

México y Brasil, a cargo del Ministerio Federal de Cooperación Económica y 

Desarrollo (BMZ). Esto podría propiciar un trabajo conjunto entre autoridades de 

cooperación de España, Alemania y la Unión Europea sobre aspectos prácticos, 

necesarios para ampliar los impactos y resultados de los proyectos. 

En este sentido, sin pretender ser prescriptivos, algunos elementos clave a 

considerar en el desarrollo de una estrategia para consolidar la CTr española, que 

se derivan del análisis de experiencias señaladas en este documento, debería 

incluir: 

 La CTr se debería centrar en contribuir al cierre de brechas, particularmente 

en los países de renta media, en la lógica que lo propone el concepto de 

“desarrollo en transición”. Las brechas democráticas, de desigualdad y de 

conocimiento, deberían complementar las brechas de productividad, 

vulnerabilidad e institucional detectadas en los análisis de la OCDE y la 

CEPAL. 

 Es vital establecer procedimientos y procesos que establezcan con precisión 

las contribuciones de los socios implicados, reduciendo los costos de 

transacción y fijando expectativas.  Esto, es sin duda, una de las principales 

debilidades de proyectos desarrollados hasta el momento. Se debe garantizar 

que desde la fase de estructuración se construya una alianza que oriente el 

proceso futuro de implementación. 

 Se debe evitar la excesiva fragmentación de los proyectos. Escalas 

demasiado pequeñas incrementan costos transaccionales y operativos y 

limitan los impactos. 

 Se debería priorizar la justicia de género como un área de trabajo clave, dado 

el conocimiento y fortalezas que tiene la cooperación española en esta 
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materia. El impulso a la agenda de “Mujeres, Paz y Seguridad” a través de la 

CTr debería ser una prioridad estratégica de la AECID. 

 Es necesario asegurar la participación de sociedad civil, para maximizar el 

universo de alianzas a desarrollar a través de los proyectos. Es una tarea 

pendiente, que limita ostensiblemente el alcance de las iniciativas propuestas 

y no construye sobre la diversidad y riqueza de experiencias que tienen las 

organizaciones de la sociedad civil. 

 Es prioritario que la participación de las instituciones españolas no sólo cubre 

necesidades de financiamiento, sino que agrega valor en la estructuración, 

implementación y sistematización de los proyectos. Esto implica el desarrollo 

de capacidades específicas en los equipos técnicos a cargo de la 

estructuración y desarrollo de los proyectos. 

 Se debe asegurar que la gestión del conocimiento generado e intercambiado 

a través de estos proyectos responde a criterios de equidad, es 

adecuadamente documentando y genera aprendizajes que contribuyen a la 

mejora de proyectos futuros.  

La ventana de oportunidad existe. El marco de la Agenda de los ODS y del Acuerdo 

de París sobre Cambio Climático demuestra la necesidad de actuar ya. Ojalá las 

autoridades de cooperación española la identifiquen y apuesten por un liderazgo del 

país en la CTr. Sería una apuesta que revitalizaría la cooperación española en su 

integridad e impulsaría un proceso de reforma institucional más amplio. 
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ANEXO III: LA REALIDAD DE LA AYUDA EN 2017: 
CONTINUIDAD TRAS LA OPERACIÓN DE DEUDA CON 
CUBA QUE DISTORSIONÓ LA AOD EN 2016 

Por Íñigo Macías Aymar, Oxfam iItermón 

El año 2017 nos ofrece un panorama de continuidad, ligeramente al alza desde el período 

2013 -2015 gracias a la cooperación multilateral, y tras la distorsión absoluta que generó 

en las cuentas de la AOD de 2016, una operación de conversión de deuda con la isla de 

Cuba que duplicó artificialmente –es decir, sin que hubiera una transferencia efectiva de 

recursos- la AOD. 

De acuerdo con los PGE de 2017, se había previsto que la AOD neta en España 

alcanzase los 2.451 M€. Finalmente, se alcanzaron los 2.271,2 M€, reflejando una 

subejecución significativa. Dicha subejecución alcanzó su punto más comprometedor 

en el FONPRODE, que tuvo un desembolso de 30M€ pero recibió un reembolso de 

60M€, generando un impacto negativo de 30M€ en la AOD total del año. Es importante 

tener en cuenta que tanto la AECID como la SEAEX finalmente desembolsaron más 

AOD de la inicialmente presupuestada, con un incremento de 24M€ en cada unidad. 

En 2017, se confirma la tendencia de una ayuda multilateral muy elevada, con 

1166,15M€ de contribución a la UE (un 51,3% del total de la AOD del ejercicio), y 

case 3 de cada 4 euros canalizados por esa vía, en su gran mayoría como 

contribuciones obligatorias. 

Fig. A. AOD neta, por canales, en % 

  

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Seguimiento AOD 2017 – Volcado del MAEC. Disponible en: 
https://infoaod.maec.es/Descargas  

https://infoaod.maec.es/Descargas


 

57 

 

Fig. B. AOD por Canales de desembolso, evolución 

 

Las cifras en este caso resultan muy engañosas, y su comparación con el año 2016 

tiene muy poca utilidad, debido a que se contabilizó como ayuda bilateral la 

condonación de una antigua deuda a Cuba que, como ya hemos señalado 

contaminó tanto las cifras globales como las bilaterales. Teniendo en cuenta esa 

circunstancia, las cifras nos dicen, de forma engañosa, que con respecto a 2016, la 

AOD neta bilateral cayó un 79%, la multibilateral creció un 46% y la multilateral 

creció un 9,6%. 

Fig. C. Sectores CAD, en % sobre AOD bruta bilateral 

 

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Seguimiento AOD 2017 – Volcado del MAEC. Disponible en: 
https://infoaod.maec.es/Descargas  

 

https://infoaod.maec.es/Descargas
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A. Ayuda bilateral y multilateral 

¿En qué gastamos la AOD bilateral (y multibilateral)? Aunque esas dos categorías 

suponen en total una cuarta parte de la AOD, es ahí donde puede conocerse mejor 

cuales son los enfoques o los abordajes de la cooperación española. Los datos nos 

señalan que el principal destino de la AOD bruta española son infraestructuras 

Sociales y Servicios, seguido de apoyo a refugiados (dentro de España). Ambas 

partidas suman el 49%. Por otro lado los costes administrativos suponen 1 de cada 

10 euros (un 10,3% de toda la AOD bruta bilateral), mientras un 9% no está 

especificado.  

Seguimos analizando la AOD bilateral bruta, en este caso para conocer cuál es su 

distribución: El 90% de la AOD neta en 2017 la financió la AGE (2.305,3 M€). Le 

siguen en importancia las CCAA (186,6 M€ y un 8,2% de toda la AOD bruta), las 

EELL (58,5 M€ y un 2,3%) y finalmente las universidades (9,9 M€, 0,4%). 

Fig. D. AOD BRUTA Desembolsada por actores 

 

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Seguimiento AOD 2017 – Volcado del MAEC. Disponible en: 
https://infoaod.maec.es/Descargas  

 

 

 

 

https://infoaod.maec.es/Descargas
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Fig. E. Distribución AOD BRUTA Desembolsada, por actores 

 

 

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Seguimiento AOD 2017 – Volcado del MAEC. Disponible en: 
https://infoaod.maec.es/Descargas  

 

Como consecuencia de la distribución por canales de la AOD española, se produce 

una distorsión recurrente de la ayuda, según la cual el ministerio “titular” de la 

política, el MAEC y su agencia central, la AECID juegan un papel 

extraordinariamente limitado: 

 Un año más, los principales actores encargados de ejecutar la cooperación 

española son los ministerios económicos. MINHAFP y MINECO, 

conjuntamente, ambos ministerios financian, gestionan o transfieren el 

65,5% de toda la AOD bruta. Los recursos gestionados por los ministerios 

económicos, por su parte, incluyen principalmente, el pago de las 

contribuciones obligatorias a organismos multilaterales. 

 El Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación (MAEC) y la AECID 

tienen de nuevo un papel menor, muy lejos de lo que cabría esperar de una 

política pública con una clara proyección exterior y encaminada a luchar 

contra la pobreza y a promover el desarrollo de manera estratégica y eficaz. 

MAEC apenas ejecutó 16 euros de cada 100 euros de la AOD bruta. 

https://infoaod.maec.es/Descargas
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AECID, principal órgano ejecutivo de la Cooperación Española, apenas un 

euro de cada 10 de ayuda bruta. 

Entrando más al detalle del desglose de todos esos datos, observamos lo siguiente: 

Con 1.102,4 M€ el  MINHAFP - Ministerio de Hacienda y Función Pública supuso el 

43% de la AOD bruta en 2017. Siendo la Subdirección General de Relaciones 

Presupuestarias con la Unión Europea la encargada de gestionar ese presupuesto 

prácticamente en su totalidad. Sus recursos se destinaron a: 

 Aportaciones al Presupuestos de la CE en materia de Cooperación al 

Desarrollo: 747 M€ 

 Contribución al Fondo Europeo de Desarrollo: 287 M€ 

 FACILIDAD UE PARA REFUGIADOS EN TURQUIA: 67,2 M€ 

Por orden de importancia le sigue el Ministerio de Economía y Empresa que aportó 

574,6 M€ suponiendo el 22,4% de la AOD bruta. La Subdirección General de 

Instituciones Financieras Multilaterales es la encargada de gestionar la AOD de 

MINECO, excepto las operaciones de deuda, gestionadas desde la subdirección 

correspondiente, adscrita a Tesoro. Sus aportaciones se destinan principalmente al 

Banco Mundial (aportaciones a IDA: 277,5 M€; Banco Asiático de Desarrollo: 152,6 

M€ a CAF: 44 M€; y 38 M€ aprox. de condonación deuda CESCE) 

El MAEC aportó 416,857 M€ (16,3% de la AOD bruta total). Las unidades 

encargadas de gestiona esta AOD del MAEC fueron (en mil. €): 

AECID - Agencia Española de Cooperación Internacional al 

Desarrollo 
252,4 

SEAEX - Secretaría de Estado de Asuntos Exteriores 101,1 

SECIPI - Secretaría de Estado de Cooperación 

Internacional y para Iberoaméricano 
63,3 

 

Finalmente, el MESS - Ministerio de Empleo y Seguridad Social, a través de su la 

Subdirección General de Integración de los Inmigrantes aportó más de 190 M€ de 

AOD bruta, una cantidad que supone casi la mitad de la gestionada por todo el 

MAEC (416 M€). y que se destina principalmente en los CETIs como Subvenciones 

asilo, refugio y atención socio-sanitaria CETI 

El MDEF - Ministerio de Defensa aportó 5 M€ (de los cuáles 3 M€ para Apoyo a la 

reconstrucción en el marco de la misión de Naciones Unidas en El Líbano) frente a 
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los 765.000€ del MECD - Ministerio de Educación, Cultura y Deporte. Y el El MFOM 

Ministerio de Fomento que gastó 1,4 M€ como Pago de la cuota anual de España a 

la Organización de Aviación Civil Internacional 2017 (organismo de la ONU) 

Fig F. Distribución de la AOD multilateral, (en % s/ total AOD multilateral) 

 

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Seguimiento AOD 2017 – Volcado del MAEC. Disponible en: 
https://infoaod.maec.es/Descargas  

Otro año más, y la cooperación multilateral supone la principal vía de canalización 

de la ayuda española. Principalmente, de carácter obligatorio y destinado a financiar 

el presupuesto europeo de cooperación (1.034,5 M€, de los cuáles 747 a la CE y 

287 para el FED). Las NNUU apenas reciben 75,2 M€. Destaca la aportación 

significativa realizada a una de las nuevas instituciones financieras del sistema 

internacional, el Banco Asiático de Inversión de Infraestructuras: 152,6 M€, junto a 

la más importante, dirigida a la IDA, del banco Mundial. 

B. Cooperación financiera y reembolsable 

El Fondo para la Promoción del Desarrollo (FONPRODE) tuvo una dotación 

presupuestaria de 199,23 M€ en 2017, pero apenas ejecutó un 15% (29,9 M€), lo 

que supuso un 1,2% del total de la ayuda desembolsada bruta de ese año. 

Otro año más, esta subejecución se repite, como muestra el gráfico siguiente 

poniendo de manifiesto la diferencia recurrente entre lo presupuestado y lo 

realmente ejecutado: en 2013 se ejecutó un 8%; en 2014 un 15%; en 2015 un 7% y 

en 2016 un 10%. 

https://infoaod.maec.es/Descargas
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Fig G . Presupuesto y ejecución del FONPRODE, 2013-2017 
(en millones de euros)  
 

 

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Seguimiento AOD 2017 – Volcado del MAEC. Disponible en: 
https://infoaod.maec.es/Descargas  

 

 

  AOD desembolsada AOD reembolsada Saldo Neto 

FONPRODE 29.898.657,10 -59.634.265,63 -29.735.608,53 

FIEM 2.230.913,00 -213.312.732,72 -211.081.819,72 

FCAS 3.598.228,00 -16.021.226,47 -12.422.998,47 

Total Coop. Reembolsable 35.727.798,10 -288.968.224,82 -253.240.426,72 

 

 

El conjunto de la cooperación reembolsable tuvo en 2017 un saldo negativo, es decir, 

redujo la cantidad final de AOD neta en 253,2 M€, debido a que los reembolsos (288,9 

M€) superaron con creces a los desembolsos de ese año (35,7 M€).  

Además de lo ejecutado por FONPRODE, se recogen importantes reembolsos 

de las antiguas operaciones de los créditos FAD (213,31 M€), asumidas por el 

Fondo de Internacionalización de la Empresa (FIEM), así como desembolsos 

https://infoaod.maec.es/Descargas
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pendientes de dichas operaciones (2,23 M€). La continuidad de los créditos 

FAD, ahora FIEM, en la AOD hace que persistan las operaciones con países 

que no son prioritarios como China (que reembolsó durante 2017 30,3 M€), 

Turquía (-26,2 M€), Argelia (-26,4 M€) o Argentina (-13,8 M€). Además, las 

partidas de FIEM no fueron incluidas en los Presupuestos Generales del Estado 

(PGE) de 2017 por lo que dificulta su correcto seguimiento.   

Entre las principales operaciones realizadas con cargo al FONPRODE, la mitad 

de las realizadas en 2017 (un 52%, 15,5 M€), se realizaron en la forma de 

adquisición en fondos de inversión. Entre todos ellos, destacan por su volumen 

los siguientes:  

 

 Desembolso 

(2017) 

País sociedad 

gestora 
Fuente info 

Acciones suscritas al 

Global Impact Funds 

SCA SICAR – Global 

Financial Inclusion Sub 

Fund (GFIF) 

   

5.105.444,40 

 

Luxemburgo 

http://www.aecid.es/Centro-Documentacion 
/Documentos/documentos%20adjuntos/16.% 
20GFIF%20resumen%20ejecutivo%20Dic% 
202014.pdf 

Fondo MGM 

Sustainable Energy 

Fund, Limited 

Partnership 

         

5.239.151,56 

    

USA 

(Delaware) 

http://www.aecid.es/CentroDocumentacion/ 
Documentos/documentos%20adjuntos/MGM 
%20ficha%20web%202014.pdf  

Fondo Moringa 

         

1.626.645,77 

    

Luxemburgo 

http://www.aecid.es/Centro-Documentacion 
/Documentos/documentos% 
20adjuntos/13%20%20MORINGA_ 
ficha_web_2013.pdf 

Latin Renewables 

Infraestructure Fund 

         

1.467.686,23 

    

USA 

(Delaware) 

http://www.aecid.es/Centro-
Documentacion/Documentos/documentos 
%20adjuntos/14%20%20LRIF.pdf 

 

 

 

 

http://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/documentos%20adjuntos/16.%20GFIF%20resumen%20ejecutivo%20Dic%202014.pdf
http://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/documentos%20adjuntos/16.%20GFIF%20resumen%20ejecutivo%20Dic%202014.pdf
http://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/documentos%20adjuntos/16.%20GFIF%20resumen%20ejecutivo%20Dic%202014.pdf
http://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/documentos%20adjuntos/16.%20GFIF%20resumen%20ejecutivo%20Dic%202014.pdf
http://www.aecid.es/CentroDocumentacion/Documentos/documentos%20adjuntos/MGM%20ficha%20web%202014.pdf
http://www.aecid.es/CentroDocumentacion/Documentos/documentos%20adjuntos/MGM%20ficha%20web%202014.pdf
http://www.aecid.es/CentroDocumentacion/Documentos/documentos%20adjuntos/MGM%20ficha%20web%202014.pdf
http://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/documentos%20adjuntos/13%20%20MORINGA_ficha_web_2013.pdf
http://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/documentos%20adjuntos/13%20%20MORINGA_ficha_web_2013.pdf
http://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/documentos%20adjuntos/13%20%20MORINGA_ficha_web_2013.pdf
http://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/documentos%20adjuntos/13%20%20MORINGA_ficha_web_2013.pdf
http://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/documentos%20adjuntos/14%20%20LRIF.pdf
http://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/documentos%20adjuntos/14%20%20LRIF.pdf
http://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/documentos%20adjuntos/14%20%20LRIF.pdf
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Fig. H. Origen y destino de las actividades de FONPRODE (en % sobre total 

desembolsado y reembolsado) 

 

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Seguimiento AOD 2017 – Volcado del MAEC. Disponible en: 
https://infoaod.maec.es/Descargas  

En cuanto al destino geográfico de las actuaciones de FONPRODE en 2017, más 

de la mitad de lo desembolsado no se ha asignado geográficamente, mientras que 

el resto ha ido a parar a países de asociación (principalmente Honduras y Paraguay, 

más de 5 M€ cada uno). Por su parte, la mitad de los reembolsos (un 52%), 

provinieron de países de asociación como Perú (8,9 M€) y Colombia (4,6 M€). el 

resto de países supusieron el 34,6% de los reembolsos, encabezados por lo 

devuelto por Bosnia y Herzegovina (7,8 M€) y Camboya (4,4 M€). 

Fig. I. Desembolsos y reembolsos FONPRODE, por nivel de renta 

 

Nota: sin contar lo no especificado geográficamente 

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Seguimiento AOD 2017 – Volcado del MAEC. Disponible en: 
https://infoaod.maec.es/Descargas  

https://infoaod.maec.es/Descargas
https://infoaod.maec.es/Descargas
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El 81,5% de lo desembolsado por FONPRODE va a parar a países de renta media-

baja, mientras que el resto (un 18,5%) a países de renta media-alta. Los 

reembolsos, por su parte, ofrecen una imagen totalmente contraria, pues son los 

países de renta media alta quienes supusieron casi el 70%, mientras los países de 

renta media-baja el 21% y los PMA, el 9,6%. 

En cuanto a la asignación por sectores, la búsqueda de retorno en las operaciones 

reembolsables las orienta hacia sectores económicos, haciendo que 

‘Infraestructuras Económicas y Servicios’ además de ‘Sectores Productivos’ 

supongan el 91% de los desembolsos del año. En estos sectores se encuentra el 

nicho de FONPRODE, pero en ambos, el papel del estado es muy relevante por lo 

que, de nuevo, debería reflejarse en el crecimiento de la cartera pública del fondo. 

Los costes administrativos suponen 9 de cada 100 euros de desembolso.  

Los reembolsos proceden en un 98% de actividades relacionadas con las 

Infraestructuras Económicas y Servicios.  

Por otro lado, valoramos positivamente que se cumpla con el requisito de 

FONPRODE de no otorgar financiación reembolsable en servicios sociales básicos 

de países menos adelantados. 

La situación del FONPRODE, que arrastra enormes dificultades de gestión y un 

sistema burocrático en el seno de la Administración que obliga a la realización de 

un sin número de trámites e informes para formalizar operaciones, es muy delicada. 

Los instrumentos de cooperación financiera por defecto se centran en proyectos que 

han de generar suficientes retornos económicos en un determinado período de 

tiempo, razón por la cual los sectores privilegiados son las infraestructuras y los 

países destino son sobre todo de renta media y media alta. Como ya hemos 

señalado, las profundas limitaciones del modelo actual deben llevarnos a una 

reflexión que culmine con una reformulación de este instrumento. Para que tenga 

llegada e impacto en países de menor nivel de renta y en iniciativas productivas o 

de menor escala, los recursos plenamente concesionales que puedan aportarse 

como componente mixto serán importantes.  

Una cuestión bien diferente es la reiterada sobrepresupuestación de un instrumento 

que no requiere de un volumen anual de contribución sino que podría valerse de 

una aportación inicial y funcionar con el saldo de desembolsos y reembolsos a lo 

largo del tiempo. Con la aportación extra de recursos que permitan combinar 

algunas de esas operaciones con un pequeño componente de donación. 
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C. Ayuda Humanitaria 

Gráfico. Evolución de la ayuda humanitaria española por componentes, 2004-
2017 (euros corrientes) 

 

La Ayuda humanitaria continúa siendo la gran perdedora de una década de recortes y 

aportaciones de muy escaso volumen. En 2017 se produjo un aumento de 3 M€ de euros 

respecto a 2016 (incremento del 6%) hasta alcanzar los 51,3 M€. La acción humanitaria ha 

caído en un 81,8% desde el año 2008, en un período en que las necesidades y los appeals 

humanitarios lanzados por naciones Unidas se han más que triplicado. En el período, la 

Ayuda Humanitaria representa un 2,1% de la AOD bruta, muy lejos del 10% recomendable. 

Dentro de la Ayuda Humanitaria (AH), la atención prestada a las actividades 

relacionadas con la reconstrucción y rehabilitación, así como a la prevención de 

desastres sigue siendo escasa. La ayuda de emergencia representa el 83% del total, 

mientras que la Reducción del Riesgo de Desastres (RRD) no sólo un descenso del 

15% respecto al año pasado, sino que representa menos del 8% del cómputo 

absoluto. Esta tendencia a la baja ha sido continua desde 2008, con alguna excepción 

en años puntuales. Esto puede venir justificado por la falta de una "cultura de la 

prevención", que ha hecho que la RRD y la prevención de riesgos, la mitigación o la 

preparación ante desastres no hayan sido prioritarias para la cooperación española. 

Una de las posibles soluciones sería el establecimiento de porcentajes mínimos 

recomendables de financiación en línea con las iniciativas de otros donantes. 

 

 



 

67 

 

Fig. K. Distribución geográfica de la AH, 2017 (en % sobre toda la AH asignable 
geográficamente) 

 

 Un 20% de la AH no es asignable geográficamente. 

 (de la asignable geográficamente) Principales destinos de ayuda humanitaria: la 

población saharaui (11,2% de la AH total), Líbano (11,1%) y siria (10,2%). Los diez 

principales destinos suponen el 70% de todq la AH.  

 Resulta llamativa la escasa atención que han recibido crisis como las de Sudán 

del Sur (803.000 €) o de Yemen (617.000), siendo esta última la peor crisis 

humanitaria del planeta 

 

D. La acogida de refugiados en la AOD 

Fig. L. Evolución del coste de acogida de refugiados en España computado 
como AOD, 2000- 2018 (en millones de dólares constantes) 
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Fig. M. Asignación geográfica costes de refugiados, 2017 (en %) 

 

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Seguimiento AOD 2017 – Volcado del MAEC. Disponible en: 
https://infoaod.maec.es/Descargas  

La acogida de personas refugiadas es un compromiso legal y una obligación ética 

de cualquier país. Pero no resulta consistente con el concepto de la AOD que el 

coste económico del sostenimiento de las personas que reciben el citado estatuto 

se compute como ayuda. Se trata de recursos que se gastan íntegramente en 

España en financiar una tarea obligada como parte de la Comunidad Internacional. 

Que no tiene ningún impacto sobre los países en desarrollo. Analizamos en 

cualquier caso, la distribución de los países de origen de la población refugiada 

atendida con cargo a la financiación de una AOD, gestionada por el Ministerio de 

Empleo y Seguridad Social, que debería destinarse a otros fines.  

 Siria, Venezuela y Ucrania son los principales países de donde proceden las 

personas refugiadas (en conjunto suponen el 5,2% de toda esta partida). 

 Principalmente, 190 M€ para: “el objeto de estas subvenciones será, en primer 

lugar, la realización de programas que favorezcan la acogida de las personas 

solicitantes y beneficiarias de protección internacional, solicitantes y beneficiarias 

de la condición de apátrida, y solicitantes y beneficiarias de protección temporal 

en España en segundo término, financiar programas de equipamiento y 

adaptación de inmuebles destinados a dispositivos de acogida de las entidades y, 

por último, la prestación de asistencia sociosanitaria en los Centros de Estancia 

Temporal de Inmigrantes de Ceuta y Melilla” y 2,3 M€ para “establecimientos 

públicos destinados a prestar alojamiento, manutención y asistencia psicosocial 

urgente y primaria, así como otros servicios sociales encaminados a facilitar la 

convivencia e integrar en la comunidad a las personas que solicitan asilo” 

https://infoaod.maec.es/Descargas
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E. Asignación geográfica y por nivel de renta de la AOD 

A pesar de que en 2017 tan sólo el 25% de la AOD bruta española se puede asignar 

geográficamente (641,4 de 2.560,2 M€), al menos 111 países recibieron ayuda 

española. Esta situación refleja una enorme dispersión de la cooperación española. 

La AOD promedio por país fue de 5,1 M€.  

Fig. N. AOD desembolsada por países 

 

Los países de Asociación (23 países en total) recibieron el 47,1% de la ayuda 

bilateral bruta asignable geográficamente (623’2 M€), un registro muy inferior al 

observado en 2016 (90,2%) y en 2015 (70,5%). Además de este grupo, otros 88 

países (considerados no prioritarios) recibieron el resto (329,8 M€). 

De entre los diez principales países receptores de ayuda española, tan sólo cinco 

son considerados países de asociación y por tanto prioritarios para la cooperación 

española. Conjuntamente, estos diez países concentraron el 55% de toda la ayuda 

bruta desembolsada asignable geográficamente. El resto, se lo repartieron el resto 

de países (101). De hecho, los cuatro países que más ayuda recibieron no eran 

países de asociación (en rojo). 

 Turquía (69,4 M€, país renta media-alta): 67,2 M€ para FACILIDAD UE 

PARA REFUGIADOS EN TURQUIA  refugados en país receptor 

 Siria (55 M€, país renta media-baja): 49,6 M€ Apoyo a refugiados (en el país 

donante); 4,4 M€ Ayuda de emergencia 
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 Costa de Marfil (41,9 M€, país renta media-baja): 37,3 M€ de actividades 

relacionadas con la deuda (condonación y canje)  no programada, 

problemas de la deuda 

 Venezuela 39,6 M€, país renta media-alta): 38,5 M€ Apoyo a refugiados (en 

el país donante); 1M€ ayuda emergencia 

Otros países que son principales receptores de la ayuda española… 

 Colombia (28,3 M€, país renta media-alta): 9,7 M€ Ayuda a refugiados en el 

país donante; 5,5 M€ Construcción de la Paz y prevención y solución de 

conflictos; 2,1 M€ Derechos humanos 

 El Salvador (24,2 M€, país renta media-baja): 8 M€ Ayuda a refugiados en 

el país donante; 

 Palestina (22,3 M€, país renta media-baja): 8,6 M€ infraestructuras sociales, 

4,8 M€ Ayuda a refugiados en el país donante; 3,7 M€ Ayuda emergencia] 

 Ucrania (21,8 M€, país de renta media-baja): 18,3 M€ Ayuda a refugiados 

en el país donante; 

 Honduras (19,4 M€, país de renta media-baja): 5,8 M€ apoyo a refugiados 

en país donante,  

 Perú (18,8 M€, país de renta media-PENDIENTE): 11,1 M€ Infraestructuras 

Sociales y Servicios; 5 M€ sectores productivos) 

Fig. O. Principales países receptores de AOD (bruta, asignable geográficamente) 
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Un 30,4% de la ayuda bilateral española no puede asignarse geográficamente  

La conclusión de la asignación geográfica es de una excesiva dispersión, que ha 

estado presente en la cooperación española desde hace décadas, pero se ha hecho 

mucho más acusada ante la escasez de recursos. Es importante que se reduzca el 

volumen por operación, el número de operaciones y el número de países 

efectivamente prioritarios para permitir una mayor efectividad. En este período se 

viene repartiendo la escasez con un alto grado de dispersión, lo que impide 

consolidar proyectos de cierto calado y carácter plurianual. 

Fig. P. Distribución de la AOD bruta por nivel de renta (en % sobre la AOD 

bruta asignable geográficamente) 

 

De la AOD asignable geográficamente, los principales beneficiarios de la ayuda 

bruta española en 2017 fueron los países de renta media. En conjunto, este grupo 

de países recibió más del 80% de la AOD española.  

 Dentro de este grupo, los países de renta media baja (32 países en total) recibieron 

más de 297 M€ frente a los 220 M€ de los de renta media alta (39 países).  

 En el lado opuesto nos encontramos con los países de Renta Baja (tres países: 

Kenia, Tayikistán y Zimbabue) que apenas recibieron 699.500 € (un 0,1%)pero 

que devolvieron más de 3,8 M€, haciendo que su saldo con la cooperación 

española fuese negativo. Los países menos adelantados (39 países en total) 

recibieron el 19,1% de la ayuda bruta española asignable geográficamente. 

Parece claro que España debe mejorar su contribución a países de renta baja y 

menos adelantados. 
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F. Cooperación Descentralizada 

En 2017, la cooperación descentralizada española continuó aumentando por tercer 

año consecutivo y creció en un 12% en relación al año anterior. Este aumento vino 

dirigido por el incremento de las aportaciones de las comunidades autónomas 

(CCAA), que aumentaron su AOD en casi un 25% mientras que los Entes locales lo 

redujeron en casi un 16%. Esta ha sido una de las buenas noticias del actual 

período: aunque la caída también fue muy pronunciada en la Cooperación 

descentralizada, si observamos la serie histórica en el siguiente gráfico, se percibe 

una senda sostenida de recuperación por tercer año consecutivo. 

Fig. Q. Cooperación descentralizada, 2008-2017 

 

Conviene destacar la evolución positiva en numerosas Comunidades Autónomas, 

manteniéndose a la cabeza el País Vasco, Andalucía y Cataluña. Aunque el 

comportamiento ha sido diferente entre CCAA, y aun estando lejos de las cifras del 

momento anterior a la crisis económica, el reto de recuperar la concepción de la 

cooperación para el desarrollo como una política cercana y que va más allá de lo 

que haga el Gobierno Central se está consolidando. Queda pendiente el reto de la 

recuperación del papel de las ciudades y las entidades locales.  
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Fig. R. Cooperación descentralizada por CCAA 
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